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El Código de Comercio, en su Título XI, Libro Cuarto, artículo 1226 define la 
fiducia mercantil así: ¨la fiducia mercantil es un negocio jurídico en virtud del 
cual una persona llamada f iduciante o fideicomitente, transfiere uno o más 
bienes especificados a otra, llamada fiduciaria, quien se obliga a 
administrarlos o enajenarlos para cumplir una finalidad determinada por el 
constituyente, en provecho de éste o de un tercero llamado beneficiario o 
fideicomisario¨.   
 
Igualmente este artículo señala que una persona puede ser al mismo tiempo 
fiduciante y beneficiario y que sólo determinadas personas jurídicas, 
especialmente autorizados por la ley, podrán ser fiduciarios. 
 
La fiducia a su vez, es tratada en el Código Civil en sus artículos 793 a 822  
allí se maneja el tema como propiedad fiduciaria. 
El art. 794  establece: ¨se llama propiedad fiduciaria la que está sujeta al 
gravamen de pasar a otra persona por el hecho de verificarse una condición¨. 
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Es decir la tiene como una forma de limitación al dominio junto con el 
usufructo, el uso, la habitación y las servidumbres. 
 
Esa limitación al dominio consiste en que una persona ¨dispone de una cosa 
suya en favor de otra a quien grava con la obligación de restituirla a una 
tercera si se verifica la condición¨.  En este orden de ideas, existe un 
propietario, quien tiene el bien y lo aprovecha hasta que se verifique la 
condición. 
 
El haber sido nuestra legislación civil producto del desarrollo del derecho 
romano, le impide aceptar esa forma de propiedad que propugna el derecho 
anglosajón.   
 
El concepto de propiedad que es manejado por el Código Civil es muy 
diferente, es muy rígido a diferencia del sistema anglosajón en el cual, sobre 
una misma cosa pueden haber dos propiedades coexistentes y autónomas.  
Aunado a esto, el considerar el patrimonio como un atributo de la 
personalidad implica que una persona no puede tener sino un sólo 
patrimonio.  El código de comercio tratando de superar esta situación 
introdujo la figura del patrimonio autónomo. 
 
Y es precisamente, a partir de esta ficción jurídica que se hace el análisis 
tributario de la figura de la fiducia.  Sobre esta especial forma de patrimonio 
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se establece el impuesto de renta.  Se causa cuando se incrementa dicho 
patrimonio, y se grava en cabeza ya sea del fiduciante o del beneficiario, 
dependiendo en cabeza de quien vayan a quedar los bienes sujetos a la 
fiducia. 
 
La propiedad fiduciaria del Código Civil y la fiducia mercantil del Código de 
Comercio son dos figuras bien diferentes, tienen cada una de ellas sus 
propias características  y finalidades. 
 
La definición del Código Civil sólo sirve para resolver situaciones 
relativamente pobres en relación con la necesidades de nuestro comercio: 
transmitir bienes a una persona bajo una condición resolutoria. 
 
El derecho civil, sostienen algunos, se ha quedado a la saga de los 
acontecimientos.  El derecho mercantil en cambio procura solucionar  de una 
manera más clara, las necesidades del negocio de la fiducia cuales son la 
agilidad y la facilidad en el manejo de bienes.  
 
El hecho de existir este tipo de conflictos, complica en cierta forma la 
posibilidad de establecer criterios coherentes y unificados, respecto de una 
institución como es la fiducia. 
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Es importante en este punto hacer mención a las palabras del doctor 
Bonivento Fernandez al señalar el hecho de la necesidad urgente de 
adoptarse un código unificado en materia civil y comercial.  Lo que a la postre 
sin dudas se traduciría en una mayor claridad  en torno a la figura de la 
fiducia.   
 
Al unificarsen los criterios comerciales, civiles y procesales en torno de esta 
institución, se permite que al abordarse el tema de los impuestos, el análisis 













1.1.  HISTÓRICOS 
 
1.1.1.    En el Derecho Romano 
 
Nace esta figura en Roma ante la ausencia de lo que hoy conocemos como 
garantías reales, lo que generó la necesidad de crear un instrumento legal 
que permitiera reclamar la restitución de los derechos una vez se cumpliera 
con las condiciones establecidas. 
 
Se creó entonces el negocio jurídico de la fiducia, palabra que en latín 
significa “confianza”, siendo en sus orígenes una forma de garantía mediante 
la cual al celebrarse un contrato la parte deudora transfería la propiedad de 
uno de sus bienes al acreedor, esto es, al fiduciario, quien estaba obligado a 
conservarlo en su patrimonio hasta tanto el deudor cumpliera con la 
prestación, cuando debía el acreedor restituirle el derecho pleno de 
propiedad.   
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En Roma se conoció este negocio con el nombre de Fiduciae Cum Creditore, 
dando origen a lo que en nuestros días conocemos con el nombre de Fiducia 
de Garantía. 
 
Una de las fallas de esta figura era la falta de medios legales del deudor para 
exigir al acreedor fiduciario la restitución del bien una vez cumplida la 
obligación, lo cual lo colocaba en una situación desventajosa. Como 
consecuencia de lo anterior, surgió la actio fiduciae directa  la cual permitía 
que el deudor reclamara ante el fiduciario una indemnización cuando éste 
había enajenado sin su autorización el bien fideicomitido. 
 
Posteriormente y debido a la inseguridad que representaba que el acreedor 
fuera al mismo tiempo fiduciario, se dispuso que el bien fuera puesto en 
manos de un tercero, quien debía gozar de las más absoluta confianza por 
parte tanto del acreedor como del deudor. 
 
Surge más adelante la figura de la Fiduciae cum Amico, mecanismo 
mediante el cual el fiduciario administraba los bienes del propietario mientras 
este último iba a la guerra o se ausentaba durante un largo período de 
tiempo.  El fiduciario quedaba revestido de amplias facultades para adelantar 
las gestiones necesarias para la conservación y explotación del patrimonio 
puesto bajo su cuidado, dando origen a lo que en nuestros días conocemos 
con el nombre de Fiducia en Administración. 
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Se consagró también en el derecho romano el llamado Fideicommisum  el 
cual consistía en que una persona transmitía a otra en su testamento uno o 
más bienes para que ésta última, quien pasaba a ser la propietaria, los 
administrará en beneficio de una tercera persona a la cual el testador había 
designado como beneficiario. Transcurrido un tiempo determinado señalado 
en el mismo testamento, los bienes debían pasar definitivamente al 
patrimonio del beneficiario. 
 
Como se puede observar estas figuras creadas en el derecho romano 
descansaban en la más absoluta confianza, en la buena fe del fiduciario, lo 
cual generaba, en no pocos casos, el incumplimiento por parte del fiduciario 
a las obligaciones inherentes a esta figura, especialmente la relativa a la 




1.1.2.   En el  Derecho  Anglosajon 
 
En Inglaterra se habían establecido una serie de cargas a los señores 
feudales, es decir a los grandes propietarios de tierras, a cambio de la 
protección y ayuda por parte de los gobernantes de la época. 
 
 11 
En el caso de los religiosos, éstos gozaban de ciertas prerrogativas y 
excepciones, pues no se les exigía ningún tipo de contribución de carácter 
económico.  Esta situación produjo la reacción de los señores feudales 
quienes decidieron poner fin a esta situación de privilegio, impidiendo que los 
religiosos adquirieran bienes inmuebles dentro del reino. 
 
Se dictó entonces el conocido estatuto de manos muertas, mediante el cual 
se prohibía a los religiosos adquirir y poseer bienes inmuebles, bajo el 
pretexto de que estos propietarios no cumplían con los fines propios de esta 
clase de propiedad. 
 
Ante tal prohibición los religiosos comenzaron a estudiar los mecanismos 
necesarios para burlar esta prohibición, encontrando la solución en el 
sistema jurídico romano, más concretamente en la institución de la fiducia. 
 
Nacen entonces los uses, antecedentes del trust, que eran unos 
“compromisos de conciencia” adquiridos por una persona al recibir unos 
determinados bienes que le eran entregados por otro. Fue así como las 
comunidades religiosas entregaban a un tercero la propiedad de un 
determinado bien para que lo administrara a nombre de dichas comunidades. 
 
Como se puede observar, este negocio al igual que la fiducia del derecho 
romano estaba fundamentado en la confianza que se depositaba en el 
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tercero al cual se le transfería la propiedad del bien, por tanto en el common 
law al igual que en el ordenamiento romano no se disponía de una acción 
protectora suficiente al constituyente, por lo que la obligación del fiduciario 
era de simple buena fe. 
 
Esta figura que en un comienzo fue utilizada únicamente por las 
comunidades religiosas y con el fin ya expuesto, se fue extendiendo entre 
otros sectores de la población, convirtiéndose en una actividad 
consuetudinaria en la vida jurídica anglosajona. 
 
A fin de reglamentar los uses y de desestimular su uso, se promulgó en el 
año de 1535 el statue of uses, según el cual para todos los efectos legales el 
usuario se seguía considerando como verdadero propietario de los bienes, 
con lo cual esta figura no volvió a usarse. 
 
Por lo anterior, el tibunal de equidad, ente encargado de juzgar todos los 
asuntos relativos a los llamados “derechos de equidad”, procedió a señalar 
algunas pequeñas diferencias en las denominaciones. 
 
Fue así como, la institución sin sufrir sustanciales modificaciones pasó a 
llamarse trust, “la cual es una relación jurídica por la cual una persona 
llamada trusto  osettior o grantor, transfiere bienes a otra llamada trustee 
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para que los administre en beneficio de un tercero llamado cestui que trust o 
beneficiary para que cumpla una finalidad determinada con ellos”.1 
 
Fue entonces con el apoyo del tribunal de equidad que la institución del trust 
experimentó un gran fortalecimiento, obligando esto a que el “Common law” 
lo acogiera en 1893. 
 
De esta manera surgió en el derecho anglosajón la figura del trust, que sin 
lugar a dudas se convirtió en un importante antecedente de la fiducia que 
conocemos en nuestros días. 
 
 
1.2.   NORMATIVOS 
 
1.2.1.   En la Legislación Civil. 
 
Aparece regulada esta figura entre los artículos 793 a 822 del Código Civil 
Colombiano, siendo enfocada como una limitación al derecho de dominio, 
señalando el artículo 793 que “el dominio puede ser limitado por haber de 
pasar (sic) a otra persona en virtud de una condición...” El artículo 794 define 
                                                     
1
RENGIFO, Ramiro. La Fiducia, Legislación Nacional y Derecho Comparado.  Bogotá,  




la propiedad fiduciaria como “... la que está sujeta de pasar al gravamen de 
otra persona por el hecho de verificarse una condición.” 
 
Como se deduce de las normas transcritas, la característica fundamental de 
la propiedad fiduciaria regulada en el Código Civil, es que se encuentra 
sometida a la ocurrencia o advenimiento de una condición, que una vez 
acaecida,obliga al fiduciario a la restitución de la cosa al fideicomitente. 
 
Este tipo de fideicomiso vincula a tres personas: “el constituyente, el 
fiduciario y el fideicomisario.  Constituyente es quien entrega los bienes en 
fiducia al fiduciario; fiduciario es la persona a quien se encomienda la 
propiedad mientras se verifica el cumplimiento de  la condición con cargo a 
restituirla al fideicomisario; y fideicomisario es la persona a cuyo favor debe 
llevarse a cabo la restitución al cumplimiento de la condición” 2 
 
No obstante a la amplia regulación normativa de esta figura, ésta no ha 
tenido el desarrollo práctico que si ha presentado la fiducia mercantil a pesar 
de su muy breve reglamentación en el Código del Comercio, por tanto 
compartimos la crítica que a esta figura hace el Autor Gilberto Peña Castrillón 
en su obra “La Fiducia en Colombia” cuando señala; “el Código Civil trata la 
                                                     
2
CAHN-SPEYER WELLS, Paul. La Fiducia Mercantil y sus Aspectos Tributarios. XIX 
Jornadas Colombianas de Derecho Tributario. Paipa: Instituto Colombiano de Derecho 
Tributario, 1995, p. 54 -  57 
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propiedad fiduciaria en sus artículos 793 a 822, en un reglamento cuya 





1. 2. 2.   En la Legislación Mercantil 
 
La legislación mercantil surgió a raíz de la Ley 45 de 1923 la cual se dictó 
como resultado de la Misión Kemmerer, ley ésta que organizó la actividad 
bancaria en el país, la cual fue desarrollada posteriormente y con el propósito 
de incentivar la celebración de estos negocios por el Decreto Ley 410 de 
1971 (Código de Comercio). 
 
El Código de Comercio dotó a los negocios fiduciarios mercantiles de una 
estructura propia siendo su característica más sobresaliente la conformación 
de un patrimonio autónomo, administrado por el fiduciario. 
 
El artículo 1226 del Código de Comercio define la fiducia así: 
 
                                                                                                                                                       
  
3
PEÑA CASTRILLON, Gilberto. La Fiducia en Colombia. Colección Monografías Jurídicas 
No. 50. Bogotá: Temis, 1.986, p.3. 
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“La fiducia mercantil es un negocio jurídico en virtud del cual una persona, 
llamada fiduciante o fideicomitente, transfiere uno o más bienes 
especificados a otra, llamada fiduciario, quien se obliga a administrarlos o 
enajenarlos para cumplir una finalidad determinada por el constituyente, en 
provecho de éste o de un tercero llamado beneficiario o fideicomisario. Una 
persona puede ser al mismo tiempo fiduciante y beneficiario.” 
 
1.2.3.  En la Legislación Tributaria. 
 
El doctor Eduardo Casas Sanz de Santamaría, en su libro “El “ABC” de los 
servicios fiduciarios”,4 nos plantea algunos aspectos fiscales que 
antecedieron  al actual tratamiento tributario y que podemos resumir así: 
 
Con anterioridad a los decretos 2053, 2143 y 2348 de 1974, existía, por 
sutracción de materia, un régimen de exención, o evasión fiscal - no 
pretendida intencionalmente por quien acudía como fideicomitente, pero 
eficaz en la práctica -, en virtud de que no existía norma aplicable a las 
rentas y patrimonios transferidos en fiducia. 
 
La ley fiscal, tiene que ser, taxativa en su aplicación, y no existiendo 
normatividad específica, se presentaba el fenómeno anotado. 
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Pero los decretos citados establecieron claridad y determinaron lo siguiente: 
 
a) Si se estipulare la transferencia de los bienes a los beneficiarios de la 
renta, a la conclusión de la fiducia, y estos fueren distintos del constituyente, 
los bienes y rentas se gravan en cabeza de tales beneficiarios, sin pejuicio 
del impuesto sucesoral. Esta situación fue aclarada por la sentencia del 
Consejo de Estado del 13 de septiembre de 1985.  
 
b) Si se estipulare la devolución de los bienes al constituyente y éste fuera al 
mismo tiempo beneficiario, los bienes y rentas se gravan en cabeza del 
constituyente. 
 
c) Si se estipulare la devolución de los bienes al constituyente, pero los 
beneficiarios de la renta fueren sus parientes dentro del primer grado de 
consanguinidad o afinidad, los bienes y rentas se gravan en cabeza del 
constituyente. 
 
d) Si se estipulare la devolución de los bienes al constituyente y los 
beneficiarios de la renta fueren terceros distintos de los enumerados en el 
ordinal anterior, los bienes y rentas se gravan en cabeza de estos. 
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A su vez el doctor Bravo Arteaga5, sostiene: 
 
¨La fiducia mercantil, es introducida por el Código de Comercio de 
1971, con bastante dificultad para penetrar en las prácticas 
mercantiles, por razones provenientes del Derecho Tributario. 
 
En 1974, tres años después de expedido el Código de Comercio, 
fue promulgada la reforma tributaria del presidente López, en la 
cual aparecieron normas relativas al tratamiento de la fiduciaria 
mercantil en el impuesto sobre la renta y en el impuesto 
sucesoral, que dificultaron el entendimiento y la aplicación de la 
nueva institución jurídica. 
 
Las normas relativas al tratamiento de la fiducia mercantil en el 
impuesto sobre la renta aún permanece en vigencia siendo 
deficientes y confusas en su aplicación. 
 
La dificultad que inicialmente tuvo la fiducia mercantil para su 
desarrollo, provino indudablemente del contenido de las normas 
sobre el impuesto sucesoral y en especial de las presunciones de 
donación que estableció el decreto legislativo 2143 de 1974.  
 
En el artículo 6 de dicho decreto se estableció lo siguiente: 
 
“... 6. Las transferencias de bienes que, en virtud de contratos de 
fiducia mercantil, deban pasar a personas distintas del 
constituyente. Tratándose de bienes o activos patrimoniales, la 
donación se entiende causada al momento de celebrarse el 
contrato; y tratándose de rentas o utilidades, se entiende causada 
en 31 de diciembre del año respectivo. 
 
Conforme a la disposición transcrita, todo contrato de fiducia 
mercantil que tuviera por objeto la transferencia de patrimonios o 
de rentas a terceras personas era considerado donación, razón 
por la cual los notarios no podían autorizar la correspondiente 
escritura pública son que se desvirtuara la presunción legal o sin 
que se demostrara el pago del impuesto sobre la donación 
presunta (art. 18 Dec. 2143/74). Como consecuencia de lo 
expuesto, solo los contratos de fiducia que tuvieran por objeto la 
                                                     
5
 BRAVO ARTEAGA, Juan Rafael. De la Fiducia Mercantil.  Evolución de las normas 
tributarias. EN: CASAS SANZ DE SANTAMARIA, Eduardo. El “ABC” de los Servicios 
Fiduciarios. Bogotá: Temis, 1987, p. 24.  
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administración de los bienes del constituyente y la entrega de los 
frutos al mismo se encontraban libres de la traba en cuestión. La 
fiducia constituida por testamento suponía el juicio de sucesión y 
el pago del impuesto sucesoral.  
 
Pero allí no terminaban las dificultades, pues el artículo 7 del 
mismo decreto legislativo establecía que la donación era una 
presunción de derecho, cuando entre el constituyente y el 
beneficiario existiera parentesco de primer grado de 
consanguinidad o único civil. 
 
Estas dificultades estuvieron vigentes hasta que se explidió el 
decreto legislativo 237 de 1983, por medio del cual se suprimió el 
impuesto sucesoral. 
 
Sin embargo, a pesar de la supresión del impuesto, las 
autoridades fiscales y los supervisores del notariado público 
consideraron vigentes las presunciones de donación y así lo 
expresaron por circular No. 31 del 1 de junio de 1983, expedida 
por la Superintendencia de Notariado y Registro y dirigida a los 
notarios del país. 
 
Solamente por sentencia del 13 de septiembre de 1985, el 
Consejo de Estado vino a declarar nula la circular en referencia, 
por considerar que “la más elemental lógica enseña que 
desaparecido el impuesto sucesoral por virtud del decreto 237 de 
1983, simultáneamente desaparecen tanto el régimen de 
presunciones como la autorización y prohibición antes 
mencionada”. (Jurisprudencia y Doctrina, t. XIV, pág. 1023). 
 
Como se observa, solo hasta fecha reciente han quedado 
suprimidos todos los obstáculos que dificultaban en la práctica el 












2.  DERECHO  COMPARADO 
 
2.1.  Panamá 
 
El doctor Jose Angel Noriega, en conferencia dictada en la ciudad de  Santa 
Fe de Bogotá, D.C., en agosto 25 de 1994 plantea los aspectos 
fundamentales de la fiducia panameña y que podemos resumir así: 
 
A diferencia del fideicomiso que existe en otras jurisdicciones de derecho 
civil,  el fideicomiso panameño (art.1)  transfiere los bienes al fiduciario y 
sigue los lineamientos que esta figura tiene en el derecho anglosajón. 
 
Si bien en Panamá existe un sistema de “derecho civil”, la ley permite a las 
partes que los efectos del fideicomiso se rijan por una ley extranjera, lo cual 
permitiría la aplicación a la ejecución del mismo de las leyes de un país de 
“common law” si así lo disponen las partes. 
 
Libertad de contratación.  La ley de fideicomiso deja plena libertad a las 
partes para establecer en el instrumento de fideicomiso, las cláusulas que a 
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bien tengan, siempre que no sean contrarias a la ley, a la moral o al orden 
público. 
 
El fideicomiso testamentario en un acto unilateral. En los demás casos el 
fideicomiso es un contrato al cual se aplica el principio de libertad contractual, 
típico de los contratos comerciales y civiles.  
 
Simplicidad en su constitución. El fideicomiso puede hacerse constar en un 
documento privado con la única formalidad que las formas del fideicomitente 
y fiduciario deben ser autenticadas por un notario para que tengan 
autenticidad y el documento tenga fecha cierta, es decir, que se sepa que se 
otorgó en la fecha allí expresada. 
 
No es necesario la escritura pública ni la inscripción del fideicomiso en el 
registro público ni en ningún otro tipo de registro, salvo que verse sobre 
bienes raíces situados en Panamá. 
 
Aun en los casos en que el fideicomiso deba surtir efectos después de la 
muerte, éste se puede constituir en un simple documento privado sin 
necesidad de un testamento, cuando el fiduciario tenga licencia para ejercer 
el negocio de fideicomiso en Panamá. 
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Duración Indefinida.  La Ley 1 de 1.984 eliminó las reglas de anti-perpetuidad 
que existían en la ley anterior y que existen en otras legislaciones, por 
considerar que estas reglas que surgieron en la época feudal no tienen razón 
de ser actualmente. La perpetuación de la propiedad, especialmente 
territorial en manos de una familia o de la Iglesia a través de transferencias 
sucesivas, que originó la ley de manos muertas y la ley de usos en Inglaterra 
es una razón histórica que no existe hoy en día. 
 
Por eso se eliminaron las disposiciones que limitaban la duración del 
fideicomiso y prohibían los fideicomisos sucesivos. 
 
El instrumento de fideicomiso es confidencial, ya que no figura en ninguna 
notaria ni en ningún registro público. 
 
Por otra parte, la ley de fideicomiso establece la obligación de las personas 
que intervengan en el fideicomiso de guardar secreto sobre el mismo, y 
establece penas para su violación. 
 
Puede ser revocable o irrevocable. De acuerdo con la nueva ley el 
fideicomiso puede ser revocable o irrevocable a voluntad del que lo 
constituye, pero se presume irrevocable, lo cual es favorable para efectos 
fiscales. Así, una persona que desea mantener la facultad de revocar o 
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modificar el fideicomiso, por ejemplo cambiando los beneficiarios, puede 
constituir un fideicomiso revocable. 
 
Ventajas fiscales. Los fideicomisos internacionales, o sea aquéllos en que el 
fideicomitente y los beneficiarios son personas que no derivan ingresos de 
fuente panameña, porque realizan sus actividades en el extranjero, están 
exentos de todo impuesto. Por una expresa disposición de la ley también 
están exentos del impuesto sobre la renta los fideicomisos que tengan por 
objeto manejar proyectos de desarrollo urbanístico, o vivienda de parques 
industriales de Panamá. 
 
Patrimonio separado.  Los bienes del fideicomiso constituyen un patrimonio 
separado de los bienes del fiduciario para todos los efectos legales. Esto 
significa que los bienes no pueden ser perseguidos por los acreedores del 
fiduciario ni por los acreedores del fideicomitente salvo que el fideicomiso se 
hubiera constituido en frauce de los acreedores. Esto significa además que 
las rentas provenientes de los bienes del fideicomiso no se unen a las rentas 
personales del fiduciario para los efectos fiscales, sino que tributan por 
separado. 
 
2.2.   Méjico 
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Este país es precursor de un cambio importante en el tema de la fiducia.  
Pues es allí donde se dá el primer intento de adaptar el Trust al sistema 
jurídico romano. 
 
En Méjico, el auge de los negocios fiduciarios se manifestó desde principios 
de siglo, con dos proyectos de ley, el de 1905 y el de 1926. 
 
En sus inicios, la fiducia no era civil, sólo comercial y se hacía a través de los 
bancos de fideicomiso que manejaban actividades propias del negocio 
fiduciario. 
 
Es importante anotar que la influencia del derecho romano es mayor en la 
fiducia mejicana, que la que pudo tener el derecho inglés.  
 
Así mismo, vemos como, en un principio no se gravaban los bienes 
fideicomitidos por no tratarse de una transmisión real de dominio; pero al 
modificarse la legislación fiscal, se impuso la carga de cubrir el impuesto por 
la transmisión del fideicomiso, tanto en el momento de su constitución, como 
en el de su ejecución, es decir de constituirse a favor de un tercero diferente 
del fiduciante. 
 
2.3.   Estados  Unidos 
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Como consecuencia de haber sido conquistado por los ingleses, la 
legislación norteamericana adoptó muchas de las instituciones propias del 
derecho inglés, entre ellas la del trust. Y, aunque inicialmente no fue muy 
popular, fue precisamente en ese país en donde se definieron los avances 
más significativos avances en el tema de la fiducia. 
 
Un caso es el de la implementación del ¨trustee corporativo¨, que daba la 
posibilidad de ser fiduciarios a aquellas personas jurídicas que contaran con 
una amplia experiencia en los negocios comerciales.  Se reducían los riesgos 
de nombrar como fiduciario a una persona natural. 
 
La evolución que el trust tuvo en norteamérica logró colocarla por encima de 
inglaterra en lo referente al tema.  La regulación al respecto se encuentras 
consignada en códigos, estatutos y en el restatement of law. 
 
2.4.   Legislación comparada 
 
Haremos una breve mención en lo relativo a las normas que en materia de 
legislación bancaria, presentan algunos países latinoamericanos, según 
datos obtenidos en la Revista Felaban6, de la Federación Latinoamericana de 
                                                     
6
FEDERACION LATINOAMERICANA DE BANCOS.  No. 5 (1991). Bogotá: Felaban. 1991, 
Vol. 2, p. 22 - 23. 
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Bancos. Se trata de leyes marco que regulan en cada uno de estos países el 
tema relativo a los bancos como entidades fiduciarias. 
 
 
PAIS  NORMA 
 
Bolivía 
Ley General de Bancos de 1928, D.S. 
22203 de 1989, D.S. 21060 de 1985, 
 D.S. 21660 DE 1985. 
Colombia Ley 45 de 1923 y Ley 45 de 1990. 
Chile Ley Orgánica de Bancos 18.840 de 
1989, D.L. 600 
Ecuador Ley General de Bancos 125 
Mexico Ley de Instituciones de Crédito de 
1990 
Uruguay Ley de intermediación 15.322 de 
1974 
Venezuela Ley General de Bancos y otros 







3.  CARACTERÍSTICAS 
 
De la definición de fiducia mercantil que trae el Código de Comercio, se 
deducen una serie de características esenciales; características que expone 
el doctor CAHN-SPEYER7 de manera muy clara, éstas se pueden resumir 
así: 
 
3.1.    Es característica la transferencia de la propiedad de los bienes materia 
del fideicomiso por parte del constituyente o fideicomitente al fiduciario. 
 
3.2.   Esta transferencia otorga el derecho de dominio, pues se realiza para 
que el fiduciario administre los bienes o posiblemente los enajene, no para 
su beneficio, sino para cumplir las finalidades determinadas a favor del 
beneficiario o fideicomisario. 
 
3.3.  El beneficiario o fideicomisario puede ser el mismo constituyente o un 
tercero. 
                                                     
7
 CAHN-SPEYER, Paul. Op.Cit. p. 57 
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3.4.   La fiducia mercantil puede tener su origen en un contrato o en virtud de 
acto testamentario. 
 
3.5.  Los bienes que constituyen el fideicomiso son un patrimonio autónomo 
del fiduciario, pero separado y diferente del resto de los bienes que 
conforman su propio patrimonio (arts. 1233 y ss. del C. de Co.). 
 
3.6.  Al término del contrato, los bienes fideicomitidos jamás por causa del 
negocio fiduciario pueden quedar en cabeza del fiduciario, sino que deben 
de pasar a la persona designada por el contrato o, si hay silencio al mismo 
fideicomitente o a sus herederos (arts. 1242 y 1244 del C. de Co.). 
 
3.7. Durante la existencia de la fiducia el fideicomisario o beneficiario no 
detenta propiedad económica de los bienes, sino únicamente de los 
rendimientos que ellos reporten (art. 1238 del C. de Co.). 
 
3.8.  La existencia del  fideicomisario no es necesaria en el acto de 
constitución del fideicomiso.  No obstante, su designación debe ser posible y 
realizarse dentro del término de duración del mismo, el cual no puede 
exceder nunca de veinte años (art. 1229 del C. de Co.). 
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3.9.  El constituyente o fideicomitente puede en cualquier momento 
revocar la fiducia, cuando se hubiere reservado esa facultad en el acto 
constitutivo. (art. 1236 del C. de Co.). 
 
3.10.  El constituyente o fideicomitente puede someter la realización del 
negocio fideicomitido al cumplimiento de condiciones resolutorias o 
suspensivas. (art. 1240, nums. 4 y 5 del C. de Co.). 
 
3.11.  De acuerdo con el artículo 1226 del Código de Comercio, si el 
constituyente transfiere los bienes para que se cumpla una finalidad en su 
provecho, él será el beneficiario o fideicomisario; en cambio, si la finalidad 
diseñada por el constituyente es en provecho de un tercero, entonces será 
éste el beneficiario o fideicomisario. 
 
De otra parte, existen otras características específicas como contrato: 
 
3.12.  Es bilateral.  Por cuanto implica obligaciones para las partes, el 
fiduciante a transferir uno o más bienes y a pagar una remuneración,  el 
fiduciario a administrarlos o enajenarlos.   
 
3.13.    Es solemne.  La fiducia mercantil cuando recae sobre bienes 
inmuebles, debe siempre otorgarse por escritura pública, cuando se trata de 
bienes muebles es suficiente el documento  privado. 
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3.14.    Es oneroso.  ¨En cuanto fiduciante y fiduciario procuran cada 
uno unos  beneficios; el primero transfiriendo el bien, lo que 
determina que pierda el derecho de dominio aunque luego pueda 
readquirirlo, pero se beneficia en el cumplimiento de la finalidad 
que persigue; el segundo, se beneficia con la remuneración pero 
se grava con la administración y actos que realice para el logro de 
los fines de la fiducia.  También, estas partes conocen los 
alcances prestacionales, vale decir, es conmutativo¨.8 
 
                                                     
8
 BONIVENTO FERNANDEZ Jose Alejandro.  Los Principales Contratos Civiles y 










4.  NATURALEZA  JURÍDICA 
 
 
La discusión en torno a la naturaleza jurídica del contrato de  fiducia se 
sienta  entre otras, en el hecho de establecer si el contrato de fiducia 
mercantil es de los llamados contratos reales o si por el contrario pertenece 
a los llamados consensuales. 
 
Nos remitimos al trabajo de grado de Leonor Osuna y Claudia Villamil9 en 
donde de una manera clara nos expone a este propósito: 
 
El artículo 1500 del Código Civil afirma: ¨El contrato es real 
cuando, para que sea perfecto, es necesaria la tradición de la 
cosa a que se refiere; es solemne cuando está sujeto a la 
observancia de ciertas formalidades especiales, de manera que 
sin ellas no produce ningún efecto civil; y es consensual cuando 
se perfecciona por el sólo consentimiento¨. 
 
Creemos que el contrato de fiducia mercantil es un contrato real. 
 
Hacemos esta afirmación tomando en cuenta los siguientes 
elementos: 
 
-   El artículo 1226 del Código de Comercio define la fiducia 
mercantil como ¨... un negocio jurídico en virtud del cual una 
                                                     
9
 OSUNA,  Leonor y VILLAMIL Claudia. La Fiducia Pública  Tesis de Grado. Bogotá: 
Univeridad de los Andes,   Derecho, 1990, p. 19 - 34. 
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persona, llamada fiduciante o fideicomitente, transfiere uno o más 
bienes especificados a otra llamada fiduciario.  ¨ 
 
...¨.  Vemos pues, que la ley exige la transferencia de los bienes 
para que se pueda constituir el negocio fiduciario. 
 
El artículo 1849 del Código Civil define el contrato de 
compraventa, típico contrato consensual, en los siguientes 
términos: 
 
¨La compraventa es un contrato en que una de las partes se 
obliga a dar una cosa y la otra a pagarla en dinero.  Aquella dice 
vender y ésta comprar.  El dinero que el comprador da por la cosa 
vendida se llama precio¨. 
 
Si comparamos esta definición con la dada por el artículo 1226 del 
Código de Comercio, vemos que cuando la ley define un contrato 
consensual habla de meras obligaciones, en cambio al definir el 
contrato real de fiducia no dice que una de las partes se obliga 
con la otra sino que exige efectivamente una conducta, cual es la 
de transferir unos bienes para realizar el contrato. 
 
-  La transferencia de bienes constituye, en el negocio fiduciario, 
el medio para conseguir los fines propuestos.  Sin esta 
transferencia, que no sería necesaria para el perfeccionamiento 
del contrato si lo consideramos consensual, el fiduciario no tendría 
elementos para cumplir su obligación, la de lograr el fin propuesto 
(obligación de medios). 
 
A pesar de considerar que el contrato de fiducia es real, creemos 
importante exponer la teoría contraria, sostenida por quienes 
afirman que los contratos reales no tienen razón de ser en la 
actualidad.  Entre otros expositores de esta teoría se encuentran 
Guillermo Ospina F. y Eduardo Ospina A. quienes hablan de este 
tema en los siguientes términos: 
 
¨... los motivos que determinaron la creación de los contratos 
reales en el derecho romano ya no existen en la actualidad.  El 
principio general de que ¨la simple convención no produce 
obligación (nuda pactio obligationes non parti), que informó a 
aquel sistema positivo, ha sido reemplazado en el derecho 
moderno por el postulado diametralmente opuesto a la 
consensualidad de los contratos, en virtud del cual la sola 
convención de las partes tiene fuerza obligatoria (solus consesus 
obligat), salvas excepciones.  De manera que la institución de los 
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contratos reales no tiene actualmente otra explicación que la 
histórica¨. 
 
-   Los bienes que se transfieren al fiduciario se destinan a cumplir 
una finalidad determinada y ésta debe ser lícita y fijada por el 
constituyente en desarrollo de la facultad conferida por la ley ¨. 
 
 
De otra parte, Enrique Díaz Ramírez10 clasifica las tesis que sobre esta 
actividad comercial se han expuesto, así: 
 
4.1.  Teoría  del  mandato 
 
Expuesta por el doctrinante panameño Ricardo Alfaro, sostiene que la fiducia 
no es más que un mandato irrevocable, en virtud del cual una persona 
entrega determinados bienes para que disponga de ellos y de sus productos, 
según sus instrucciones en beneficio de un tercero. 
 





4.2.   Teoría del patrimonio de afectación 
 
                                                     
10
 DIAZ RAMIREZ, Enrique.  Contratos Bancarios. 1 ed. , Ed. Bogotá: Temis.  1993 
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Su principal exponente es el francés Pierre Lapaulle, quien defiende la tesis 
según la cual un patrimonio no requiere un sujeto necesariamente y plantea 
el objetivismo patrimonial en el que importa la unidad de interés, el destino 
común de los bienes.  En punto a la fiducia se ejemplifica con oportunidades 
en que el negocio surge con ausencia de alguno de sus elementos 
personales.  Fracasa cuando lo hace indicando que en ausencia del 
fiduciario, el juez lo designará, porque primero el juez no puede enajenar un 
bien sin que esté a disposición el hacerlo y segundo el negocio no ha nacido 
para el fiduciario hasta su aceptación. 
 
Es promotor de la concepción de patrimonio autónomo que se ha venido 
manejando. 
 
4.3.   Teoría del desdoblamiento de la propiedad 
 
Es la que se hizo mención con ocasión de la doctrina anglosajona sobre el 
trust, en la que se contempla una propiedad legal del fiduciario y una 
propiedad en equidad del fiduciante o beneficiario según el caso, ya 
observamos cómo no es adaptable a nuestro medio. 
 
4.4.   Teoría de Carlos Yarza Ochoa 
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Nos refiere el doctor Mario Grisales en su tesis ¨Sustrato analítico de la 
fiducia mercantil¨, a este autor quien sostiene que la titularidad de los bienes 
y derechos transmitidos de fiduciante a fiduciario, la tiene este último, puesto 
que es absurdo hablar de patrimonio sin titular. 
 
Critica esta teoría el doctor Grisales sosteniendo que sería tanto como 
admitir que el fiduciario posea dos patrimonios. 
 
En nuestro sentir, la tesis no es atacable en ese sentido, pues se entiende 
que los bienes especificados pasan al patrimonio único del fiduciario (por 
orden expresa del 1226 del C.Co. de transferir), teniendo, eso si, la 
obligación de no incluirlos como prenda general de sus acreedores, pero 
pudiendo actuar con todas las facultades del derecho de dominio.  Así las 
cosas, la discusión se centra en el olvido de la función que el debe cumplir la 
fiducia o sea el encargo. 
 
4.5.   Teoría del Negocio Jurídico 
 
Expuesta por doctrinantes nacionales como Sergio Rodríguez A. y Joaquín 
Rodríguez, nos enseñan que es una relación con elementos, por un lado 
reales (propiedad fiduciaria) y por otro obligaciones (gestión a favor del 
fideicomisario), llegando a postular cuando habla del elemento real, algo 
aproximado a la doctrina anglosajona: propiedad legal del fiduciario y otra no 
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típica o tácita, que podría llamarse fiducia mercantil, enmarcada por el acto 



















5.   OBLIGACIONES  DE  LAS  PARTES 
 
En la fiducia mercantil intervienen: el fideicomitente o constituyente, que es 
quien entrega los bienes objeto de la fiducia y determina el fin que debe ser 
perseguido, el fiduciario que es el encargado de la consecución del fin, 
valiéndose para ellos de los bienes o derechos que le han sido trasmitidos y 
el fideicomisario o beneficiario que es la persona en cuyo provecho se 
realiza la fiducia. 
 
5.1.  Según el  Código de Comercio 
 
Nos remitimos a la excelente tesis de grado de la doctoras Leonor Osuna y 
Claudia Villamil11 quienes hacen un acucioso examen de las obligaciones de 




                                                     
11
 OSUNA, VILLAMIL.  Op.Cit. pp 19-34 
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5.1.1.    Fiduciante  o  Constituyente. 
 
5.1.1.1.   Pagar  los  honorarios  y  gastos  del  fiduciario. 
 
Por tener la fiducia mercantil el carácter de oneroso, el fiduciario tiene 
derecho a deducir de los bienes fideicomitidos, los gastos, expensas y 
honorarios.  Cuando el producido no alcance, o no exista para hacer dicho 
pagos, el fiduciante en todo caso debe responder por ellos, ya que se trata 
de una prestación de servicios por parte del fiduciario. 
 
Si el fiduciante se niega al pago de las expensas y honorarios incurre en una 
justa causal de terminación unilateral del contrato por parte del fiduciario.  
Ello porque es de la naturaleza de este tipo de contrato que las gestiones 
sean remuneradas. Y así, cuando el producto de los bienes fideicomitidos no 
sea suficiente para cubrir las compensaciones  en favor del fiduciario, se 






5.1.1.2.  Acudir al saneamiento por evicción. 
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El fiduciante está obligado al saneamiento de los bienes objeto de la fiducia 
porque este es un negocio traslaticio de dominio. La evicción, que pretende 
evitar las  perturbaciones en la consecución de los fines del contrato, 
consiste en privar al fiduciario de todo o parte de los bienes fideicomitidos. El 
fiduciante debe entonces, defender el derecho transmitido mediante la 
comparecencia al proceso que ocurre a través de la figura de la denuncia del 
pleito cuya más importante consecuencia es la conformación de un litis 
consorcio entre fiduciante y fiduciario.  La sentencia que pone fin a este 
proceso puede resolver el contrato, ordenar la entrega de los bienes y 
condenar al fiduciante al pago de las indemnizaciones a que hubiere lugar. 
En caso de que triunfe el demandante y no habiendo comparecido el 
denunciado-fiduciante, el contrato de fiducia se extinguirá, según lo 
preceptuado por el artículo 1240, ordinales 2 y 8. 
 
5.1.1.3.   La  entrega  de  los  bienes  fideicomitidos. 
 
Teniendo en cuenta que la fiducia mercantil es un contrato real, la entrega es 
requisito para la constitución del patrimonio autónomo y para el surgimiento 
de las recíprocas obligaciones. Adicionalmente, debe el fiduciario facilitar la 
consecución de los fines. 
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Es decir, grosso modo, sus obligaciones consisten en:  transferir los bienes 
objeto de la fiducia, facilitar el fin propuesto y asumir los gastos y la 
remuneración de las gestiones del fiduciario. 
 
5.1.2.   Fiduciario. 
 
Los deberes del fiduciario están señalados en el artículo 1234 del Código de 
Comercio: 
 
5.1.2.1.   ¨Realizar diligentemente todos los actos necesarios para la 
consecución de la finalidad de la fiducia¨. 
 
De acuerdo con lo dispuesto en la ley, el fiduciario sólo debe realizar 
aquellos actos a través de los cuales se hace posible conseguir la finalidad 
de la fiducia.  Así, todo acto y gasto que no conduzca a la obtención de esta 
finalidad tendrá que ser asumido de manera personal por el fiduciario. 
 
Debe tenerse en cuenta que aquel responde hasta de culpa leve en el 
cumplimiento de su gestión según precepto del artículo 1243 del Código de 
Comercio.  De esta manera, se puede afirmar que toda omisión por parte del 
fiduciario en la realización de aquellos actos que se pueden prever como 




5.1.2.2.   ¨Mantener los bienes objeto de la fiducia separados de los 
suyos y de los que correspondan a otros negocios fiduciarios¨. 
 
Este deber del fiduciario está en concordancia con lo expuesto en el artículo 
1233 del Código de Comercio, que dice: 
 
¨Para todos los efectos legales, los bienes fideicomitidos deberán 
mantenerse separados del resto del activo del fiduciario y de los que 
correspondan a otros negocios fiduciarios y forman un patrimonio autónomo 
afecto a la finalidad contemplada en el acto constitutivo¨. 
 
Con el cumplimiento de esta carga se hace posible determinar e 
individualizar el patrimonio que se destina al logro de la finalidad del 
fideicomiso.  La separación se obtiene principalmente por la fijación 
contable. 
 
De esta manera el fiduciario podrá oponerse a la persecución indebida del 
patrimonio fideicomitido, así como alegar su inembargabilidad. 
 




5.1.2.3.   ¨Invertir los bienes provenientes del negocio fiduciario en la 
forma y con los requisitos previstos en el acto constitutivo, salvo que 
se le haya permitido obrar del modo que más conveniente le parezca¨. 
 
Se da la posibilidad al constituyente, de indicarle al fiduciario la manera en 
que se debe invertir el patrimonio fideicomitido, pero igualmente, tiene la 
posibilidad de dejar esta decisión en manos del fiduciario quien es, o debe 
ser, un experto en este campo. 
 
5.1.2.4.   ¨Llevar la personería para la protección y defensa de los 
bienes fideicomitidos contra actos de terceros, del beneficiario y aún 
del mismo constituyente¨. 
 
De esta manera, el fiduciario queda facultado para llevar la personería de los 
bienes fideicomitidos constituyen un patrimonio autónomo capaz de 
comparecer mediante la vocería  del fiduciario en juicio,  bien sea en calidad 
de parte demandante o demandada, tercero interviniente o simple 
coadyuvante. 
 
5.1.2.5. “Pedir instrucciones al superintendente bancario cuando tenga 
fundadas dudas acerca de la naturaleza y alcance de sus obligaciones 
o deba apartarse de las autorizaciones contenidas en el acto 
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constitutivo, cuando así lo exijan las circunstancias.   En estos casos el 
superintendente citará previamente al fiduciante y al beneficiario”. 
 
Al utilizar la norma la expresión “cuando así lo exijan las circunstancias” le 
permite al fiduciario determinar de una manera discrecional cuando es 
necesario acudir a la superintendencia bancaria. 
 
La ley inviste de calidades de órgano controlador a la entidad mencionada y 
consideramos que las partes que se sientan afectadas por una actuación del  
Superintendente podrán hacer uso de los recursos y de las acciones 
contenidas en el Código Contencioso Administrativo. 
 
5.1.2.6. “Procurar el mayor rendimiento de los bienes objeto del 
negocio fiduciario, para lo cual todo acto de disposición que realice 
será siempre oneroso y con fines lucrativos, salvo determinación 
contraria del acto constitutivo”. 
 
El fiduciario debe procurar obtener el mayor lucro posible en provecho del 
beneficiario.  Con este fin todos los actos de disposición deber ser realizados 
a título onerosos y con fines de obtener una utilidad, salvo disposición en 
contrario contenida en el acto constitutivo. 
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5.1.2.7. “Transferir los bienes a la persona a quien corresponda 
conforme al acto constitutivo o a la ley, una vez concluido el negocio 
fiduciario”. 
 
El fiduciario está en la obligación de transferir los bienes fideicomitidos o el 
remanente de éstos o el producto de los mismos, si para la ejecución de la 
fiducia hubiere sido necesario la consumación de los bienes de acuerdo a la 
finalidad del contrato, a la persona indicada por el acto constitutivo o por la 
ley. 
 
A este propósito sostienen Martha Cediel de Peña y Margarita María Villa 
Ochoa12, lo siguiente: 
 
“Cuando la norma dice que debe hacer esa transferencia a quien 
corresponda según la ley se refiere a aquellos casos en que el 
beneficiario no existe o ha dejado de existir, y si se trata de 
personas naturales se acudirá a las normas sucesorales y si se 
trata de personas morales a las que se haya previsto en los actos 
constitutivos de la misma o en su liquidación. Y si nada se ha 
previsto, se aplica el artículo 1234 y deben regresar los bienes al 
fiduciante o a quienes lo hayan sucedido”. 
 
 
Al darse por terminado el contrato de fiducia desaparece el patrimonio 
autónomo y los bienes que lo conformaron deben transferirse a las personas 
correspondientes de acuerdo con las reglas comentadas.  Si esta 
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 CEDIEL DE PEÑA, Martha y VILLA OCHOA Margarita María. La fiducia  en Colombia. 
IInvestigación dirigida. Bogotá: Universidad de los Andes. 1987, p. 114 y 115. 
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transferencia se dificulta por razones diferentes a la culpa del fiduciario, se 
deberá acudir a las normas que regulan el pago para buscar otra solución 
como sería el pago por consignación. 
 
5.1.2.8. “Rendir cuentas comprobadas de su gestión al beneficiario 
cada seis meses”. 
 
Lo aquí dispuesto es concordante con lo establecido en el artículo 1236 
numeral 4 del Código de Comercio en donde se le da el derecho al fiduciante 
de exigir la rendición de cuentas. 
 
Esta solicitud de rendir cuentas debe hacerse de manera extrajudicial.   Solo 
se debe recurrir a la vía judicial por la renuencia del fiduciante de cumplir con 
su deber frente al beneficiario o al fiduciante. 
 
Resumiendo, sus obligaciones o prestaciones se encuentran señaladas en el 
artículo 1234 del Código de Comercio, y grosso modo consisten en: utilizar 
los medios a su disposición para lograr el cumplimiento de la finalidad del 
contrato mediante la administración o enajenación del patrimonio 
fideicomitido, restituir los bienes a la terminación del contrato, rendir cuentas 
comprobadas de su gestión y cumplir con lo ordenado por la 
Superintendencia Bancaria a efectos ella pueda ejercer control. 
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5.1.3.   Beneficiario  o  Fideicomisario. 
 
5.1.3.1. Pagar las compensaciones estipuladas en favor del fiduciario, 
en subsidio de que el fiduciante no las pague o por disposición del acto 
constitutivo.  
 
El incumplimiento de esta obligación constituye justa casual de terminación 
del contrato. 
 
5.1.3.2.  Deber de colaboración frente a los fines del contrato, tendiente 
al logro de la finalidad del mismo. 
 
Este deber se refiere a abstenerse de realizar actos que perturben la 
actividad del fiduciario, la cual debe ser respetada en todo momento. El 




5.2.   Según el Estatuto Tributario. 
 
 
Para establecer las obligaciones formales que deben cumplir las sociedades 
fiduciarias bajo su propia responsabilidad, NIT, y razón social, en relación a 
cada uno de los patrimonios autónomos que administran, nos remitimos al 
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concepto número 60597 de 30 de Julio de 1996,13 emanado de la D.I.A.N., 
que a este propósito nos señala: 
 
Las obligaciones formales que deben cumplir las sociedades fiduciarias bajo 
su propia responsabilidad, NIT y razón social, en relación a cada uno de los 
patrimonios autónomos que administren, serán las que se causen y sean 
exigibles jurídicamente a los patrimonios autónomos a través de las 
sociedades fiduciarias, por darse los supuestos señalados por la ley 
tributaria para el nacimiento y exigibilidad de dichas obligaciones formales a 
cargo de esa masa de bienes (entes sin personería jurídica). 
 
Las obligaciones formales tributarias tienen por objeto determinadas 
prestaciones de hacer a cargo de los contribuyentes, responsables, agentes 
de retención, declarantes o incluso de terceros distintos de los anteriores. 
 
Tales obligaciones formales son exigibles por parte de la administración 
tributaria dada la verificación de ciertos supuestos señalados por la ley para 
el nacimiento de esas obligaciones, las cuales tienen como finalidad última la  
de garantizar el cumplimiento de las obligaciones tributarias substanciales. 
 
                                                     
13
 COLOMBIA, D.I.A.N.  Concepto número 60597 de 30 de Jullio de 1996. 
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Entre las obligaciones formales previstas por la legislación impositiva vigente 
existe, entre otras, las de declarar, informar, llevar la contabilidad en debida 
forma, si esta obligado a llevarla, retener, certificar lo retenido, consignar lo 
retenido, conservar los documentos y pruebas necesarias para demostrar el 
cumplimiento de las obligaciones impositivas, facturar, inscribirse en los 
registros pertinente, etc. 
 
Ahora bien, cada una de las obligaciones formales se causará y será exigible 
a los patrimonios autónomos a través de las sociedades fiduciarias que los 
administran, dependiendo de la verificación de los supuestos que la ley y sus 
reglamentos señalen para el surgimiento de cada una de esas obligaciones, 
a modo de ejemplo podemos señalar que en el evento en que se den las 
condiciones para que el patrimonio autónomo sea contribuyente del 
impuesto sobre la renta asimilado a una sociedad anónima (art. 102 num. 3  
E.T.)  estará entonces obligado  formalmente a presentar declaración de 
renta y complementarios (art. 591  E.T.), tal obligación deberá ser cumplida 















6.1.    Introducción. 
 
 
El Dr. Juan Rafael Bravo14 en su completo estudio sobre la fiducia mercantil 
en el derecho tributario, nos presenta de manera clara y lógica una 
introducción al tratamiento tributario de esta institución. Nos permitimos 
transcribir algunos apartes de la mencionada obra. 
 
 
Sobre la evolución de las normas tributarias explica, Al analizar el 
instituto de la fiducia desde el punto de vista tributario, debemos 
tener como punto de partida que el negocio en cuestión es una 
manifestación de capacidad económica de la cual es titular una 
persona.  
 
Es decir, que en la relación jurídica de que se trata se producen 
ingresos capaces de generar el enriquecimiento en el patrimonio 
de una persona, al igual que se detectan activos y pasivos que 
configuran un determinado patrimonio personal, cuyas 
titularidades es preciso esclarecer, con el fin de determinar 
cuando nace la obligación tributaria, a cargo de quién y en qué 
cuantía. 
 
Por consiguiente, no es del caso estudiar todas las relaciones 
jurídicas entre las partes que intervienen en la formación del 
                                                     
14
 BRAVO Juan Rafael. Op. Cit., pp. 34.  
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negocio, sino únicamente aquellas que tienen que ver con los 
hechos sometidos al impuesto sobre la renta, con la forma de sus 
presentación en la declaración tributaria y con su registro en la 
contabilidad de los contribuyentes afectados. 
 
En cuanto hace a los aspectos de la fiducia que interesan al 
derecho tributario, encontramos que el artículo 1226 del Código 
de Comercio define esta figura así: “La fiducia mercantil es un 
negocio jurídico en virtud del cual una persona, llamada fiduciante 
o fideicomitente, transfiere uno o más bienes especificados a otra, 
llamada fiduciario, quien se obliga a administrarlos o enajenarlos 
para cumplir una finalidad determinada por el constituyente, en 
provecho de éste o de un tercero llamado beneficiario o 
fideicomisario. 
 
Una persona puede ser al mismo tiempo fiduciante y beneficiario. 
 
Solo los establecimientos de crédito y las sociedades fiduciarias 
especialmente autorizadas por la Superintendencia Bancaria, 
podrán tener la calidad de fiduciarios.” 
 
De la disposición transcrita y de las que le siguen en el Código, 
podemos destacar las siguientes características mercantiles que 
determinan un tratamiento tributario. 
 
Primera.  El negocio implica la enajenación de un bien por parte 
del constituyente al fiduciario, pues no otra es la significación que 
se le puede asignar al término “transfiere”. 
 
Entre las significaciones que le da a la palabra “transferir” el 
Diccionario de Derecho Usual de Caballeas, que son las 
siguientes: “Paso o conducción de una cosa de un punto a otro - 
traslado entrega - cesión - traspaso - enajenación - transmisión de 
la propiedad o de la posesión - remisión de fondos de una cuenta 
a otra, sea de la misma persona o de diferentes” (t. IV, pág. 279, 
Ed. Omeba, 1968), las únicas que encajan adecuadamente dentro 
del significado del artículo son las referentes a cambio de 
propiedad, pues es evidente que los significados de “paso o 
conducción”, “traslado” o “cesión” son completamente 
inapropiados y porque si el título de fiducia fuera de simple 
tenencia, lo habría dicho en tales términos el Código. 
 
Si la fiducia no implicara cambio de propiedad, carecería de 
sentido el artículo 1227 al decir que “los bienes objeto de la fiducia 
no forman parte de la garantía general de los acreedores del 
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fiduciario”, pues es obvio que los bienes recibidos en tenencia no 
constituyan prenda para los acreedores del tenedor. 
 
En ese mismo orden de ideas, también sobraría en artículo 1233 
del Código de Comercio, al declarar que “los bienes objeto de la 
fiducia son un patrimonio autónomo dentro del patrimonio del 
fiduciario”, pues si no hubiera enajenación, los bienes no estarían 
en el patrimonio del fiduciario. 
 
En el Libro La fiducia  del Dr. Ramiro Rengifo se dice lo siguiente 
después de transcribir el artículo 1126 del C. de Co.: 
 
“Lo característico de la fiducia, como puede colegirse de la 
definición, es la transferencia de la propiedad que una persona (el 
fideicomitente) hace a otra (el fiduciario) de ciertos bienes 
muebles o inmuebles para que esa persona los administre y 
posiblemente los enajene, no para su beneficio, sino para cumplir 
una finalidad determinada en beneficio de un tercero (llamado 
beneficiario). Ese tercero beneficiario puede ser el mismo 
constituyente o fiduciante o fideicomitente”. (Pág. 20, edición 
1984. Colección Pequeño Foro). 
 
Segunda. La fiducia mercantil puede originarse en un contrato, 
caso en el cual se debe celebrar por escritura pública, o puede 
tener su origen en un acto testamentario. (art. 1228) 
 
Tercera. En el contrato intervienen tres partes: el fideicomitente o 
constituyente, quien realiza la enajenación de uno o de varios 
bienes; el fiduciario, que es un establecimiento de crédito o una 
sociedad fiduciaria especialmente autorizada, al cual se le 
transfieren los bienes para administración o enajenación y con el 
fin de cumplir una finalidad en beneficio de otra persona, y el 
fideicomisario o beneficiario, el cual puede ser diferente del 
constituyente o puede ser el mismo constituyente, a quien le 
pertenece el provecho de la gestión del fiduciario. 
 
Cuarta. Los bienes que constituyen el fideicomiso son un 
“patrimonio autónomo” diferente del resto del patrimonio del 
fiduciario (art. 1233), deben mantenerse separados de los bienes 
del fiduciario y de los demás bienes recibidos en fiducia (art. 
1234), sus rendimientos pertenecen al beneficiario y el fiduciario 
es remunerado conforme a una tarifa (arts. 1237 y 1238) y, al 
término del contrato, los bienes no pueden quedar en cabeza del 
fiduciario, por causa del negocio fiduciario, sino que pasan a la 
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persona que diga en contrato o, en caso de silencio, al mismo 
constituyente (art. 1244). 
 
Los aspectos que se han destacado de la institución en estudio, 
permiten establecer algunas consecuencias en el campo del 
derecho tributario, mediante un proceso deductivo: 
 
Primera. Como el establecimiento de la fiducia implica 
enajenación del bien por parte del constituyente, en cabeza de 
este puede realizarse una renta o ganancia ocasional, en caso de 
que reciba una contraprestación por la enajenación y de que 
exista diferencia entre el valor de dicha contraprestación y su 
costo fiscal. 
 
Al respecto pueden presentarse los siguientes casos generales: a) 
Si la fiducia se ha constituido en beneficio de un tercero, de quien 
no se recibe cosa alguna en cambio, se trata de una donación, 
que obviamente no genera renta ni ganancia ocasional para el 
constituyente; b) Si el negocio fiduciario se hace en favor de un 
tercero, de quien se recibe algún bien en cambio, debe 
entenderse la operación como una forma de venta o de permuta, 
en la cual el ingreso recibido por el fiduciante estaría constituido el 
valor comercial del bien recibido, si se trata de una especie, o por 
la correspondiente cantidad de dinero, si el ingreso es en moneda; 
tal valor sería la base para establecer la renta o ganancia 
ocasional, una vez deducido el costo del fiduciante; c) Si como 
consecuencia de la operación fiduciaria el constituyente realiza la 
cancelación de una deuda, debe entenderse que ha habido una 
forma de dación en pago, razón por la cual el valor de la deuda 
cancelada disminuida con el costo fiscal del fiduciante, arrojaría el 
valor de la renta o ganancia ocasional, y d) Si la fiducia se 
establece en favor del propio fiduciante, este realiza una 
sustitución de activos, pues deja de poseer el correspondiente 
bien y adquiere un derecho fiduciario; este viene a ser equivalente 
al valor comercial del bien dado en fiducia, pues conforme al 
artículo 27 del decreto 2053/74 el valor de los ingresos en especie 
es equivalente al valor comercial de lo recibido y parece evidente 
que el valor del derecho fiduciario es igual al del bien sobre el cual 
se constituye el fideicomiso; por consiguiente, la renta o ganancia 
ocasional que se realice, estará dada por la diferencia entre el 
valor comercial del bien y su costo fiscal. 
 
La situación contemplada en el último caso, aunque parece clara 
a la luz de las normas vigentes en materia tributaria y mercantil, 
en forma alguna resulta equitativa, ya que los impuestos tienen 
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como fundamento racional la manifestación de una capacidad 
económica y, en el caso planteado, resulta evidente que el 
fiduciante no incrementa su situación patrimonial, sino que 
simplemente cambia la forma jurídica del manejo del bien. Por tal 
razón considero que debería introducirse una reforma legal, 
tendente a diferir la realización de la renta o ganancia ocasional 
en cabeza del constituyente, hasta el momento en que su 
patrimonio se incremente realmente por la enajenación que 
eventualmente realice el fiduciario. Si el bien no es enajenado por 
el fiduciario, sino que regresa al fideicomitente, no debe tampoco 
producirse ningún efecto en la renta o la ganancia ocasional de 
dicha persona. 
 
Lo que se dice de la renta o ganancia ocasional, también puede 
decirse del caso opuesto, o sea cuando se produce una pérdida 
de renta o una pérdida ocasional, ya que en tales eventos, habrá 
lugar a aplicar el efecto negativo de lo ocurrido al determinar la 
base gravable respectiva, conforme a las normas generales que 
rigen la materia. 
 
Segunda. Por lo que respecta al fiduciario, las normas del Código 
de Comercio permiten establecer que adquiere la titularidad del 
correspondiente bien de una manera formal, pero sin la 
posibilidad de un aprovechamiento del mismo por razón del 
mismo negocio fiduciario, salvo lo que debe corresponderle por 
razón de su gestión. De manera que la única renta del fiduciario 
corresponde a su honorario por la administración del negocio 
fiduciario. 
 
El Código de Comercio permite que el fiduciario pueda percibir los 
frutos del bien y aun adquirir la propiedad del mismo, pero 
siempre y cuando tenga otro título para ello, caso en el cual este 
título vendría a representar un contrato principal y la fiducia un 
contrato accesorio tendente a facilitar o asegurar el cumplimiento 
del primero. En el caso de que así ocurra, lo recibido por el 
fiduciante vendría a tener el tratamiento tributario que 
corresponda según el contrato principal, al cual accede la fiducia. 
Así por ejemplo, si el acreedor recibe como fiduciario bienes del 
deudor para el pago de la deuda, los bienes o frutos que pasen a 
ser propiedad del fiduciario, lo serán a título de intereses o de 
principal, según corresponda, y el tratamiento tributario será el 
correspondiente a dicho tipo de ingresos. 
 
Tercera. El principio de la separación entre los bienes de la 
fiducia y los bienes propios del fiduciario, permite establecer dos 
 54 
importantes consecuencias respecto de la contabilidad y de la 
declaración de renta que debe presentar éste. 
 
En cuanto a la contabilidad, parece necesario que el fiduciario 
lleve todas las cuentas que interesan al negocio fiduciario en lo 
referente a activos, pasivos, ingresos y egresos, como cuentas de 
orden, de tal manera que exista una completa separación entre el 
manejo de su propio patrimonio y el manejo de los bienes de la 
fiducia. Por lo  que respecta a los comprobantes externos 
destinados a soportar los registros contables, resulta a todas 
luces aconsejable que en ellos se exprese que la operación 
respectiva se hace por cuenta de determinado negocio fiduciario, 
a fin de que exista la mayor claridad y precisión sobre el 
particular. 
 
En cuanto a la declaración tributaria del fiduciario, también puede 
decirse que sus operaciones propias deber estar claramente 
separadas de las operaciones fiduciarias, de tal manera que las 
autoridades tributarias puedan tener toda la información requerida 
para el desempeño de sus funciones sin incurrir en confusiones 
respecto a la titularidad de los hechos que integran la 
correspondiente base gravable para cada uno de los 
contribuyentes implicados en el negocio. 
 
Cuarta. En cuanto al beneficiario de la institución a que nos 
referimos, resulta evidente que es el titular de los rendimientos 
que se deriven de la correspondiente gestión, razón por la cual en 
su cabeza viene a radicarse también la correspondiente 
obligación tributaria. 
 
Sin embargo, es preciso destacar la realización de la renta por 
parte del fiduciario, como hecho que da origen al impuesto a su 
cargo, depende no de la realización de la renta o utilidad por parte 
del fiduciario, sino de las siguientes condiciones establecidas en 
el artículo 16 del decreto 2053 de 1974: a) Si el beneficiario no 
lleva contabilidad o la lleva a base de caja, la renta se realiza 
cuando efectivamente se recibe, b) Si lleva contabilidad a base de 
causación, el ingreso se realiza cuando nace el derecho a su 
favor. 
 
La regulación tributaria de la fiducia mercantil.  El tratamiento 
tributario es materia de impuestos sobre la renta de la fiducia 
mercantil, está regulado por el artículo 36 del decreto legislativo 
2053 de 1974, modificado en su ordinal 4o. por el artículo 3o. del 
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decreto legislativo 2348 del mismo año. El siguiente es el texto 
integrado de las dos normas citadas: 
 
“Cuando se celebren contratos de fiducia mercantil, rigen las 
siguientes disposiciones: 
 
1. Si se estipulare la transferencia de los bienes a los beneficiarios 
de la renta a la conclusión de la fiducia, y éstos fueren distintos 
del constituyente, los bienes y rentas se gravan en cabeza de 
tales beneficiarios, sin perjuicio del impuesto sucesoral, cuando 
fuere el caso. 
 
2. Si se estipulare la devolución de los bienes al constituyente y 
éste fuere al mismo tiempo beneficiario, los bienes y rentas se 
gravan en cabeza del constituyente. 
 
3. Si se estipulare la devolución de los bienes al constituyente, 
pero los beneficiarios de la renta fueren sus parientes dentro del 
primer grado de consanguinidad o afinidad, los bienes y rentas se 
gravan en cabeza del constituyente. 
 
4. (Art. 3o. Decreto 2348/74). Si se estipulare la devolución de los 
bienes del constituyente y los beneficiarios de la renta fueren 
terceros distintos de los enumerados en el ordinal anterior, los 
bienes y rentas se gravan en cabeza de éstos.” 
 
El artículo en referencia contempla dos situaciones genérica cada 
una de las cuales se subdivide en dos, de donde resultan cuatro 
supuestos contemplados en la ley tributaria con consecuencias 
fiscales diferentes. 
 
Las dos situaciones genéricas se pueden describir así: en la 
primera, las rentas de la fiducia pertenecen a la misma persona a 
quien se deben transferir los bienes a la extinción del negocio y, 
en la segunda figura, la persona que debe recibir las rentas es 
diferente de aquella a quien deben traspasarse los bienes al final 
de la operación. 
 
En la primera situación, se contemplan dos hipótesis subalternas, 
a saber: la de que los bienes y rentas de la fiducia deban pasar a 
terceros distintos del constituyente, y la de que los bienes y rentas 
deban ser del constituyente; en la primera sub-hipótesis, el 
gravamen sobre la renta y el patrimonio recae en cabeza de los 
terceros, y en la segunda, el gravamen recae sobre el 
constituyente. Considero conveniente destacar que esta última 
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subespecie es la que se presenta posiblemente con mayor 
frecuencia en la práctica. 
 
El segundo presupuesto genérico tiene a su vez dos hipótesis 
subalternas, a saber: la de los bienes deban regresar al 
constituyente y las rentas deban pasar a terceros que sean 
parientes dentro del primer grado de consanguinidad o afinidad 
con el constituyente (padres, hijos, yernos, nuera, suegros), y la 
de que los bienes deban regresar al constituyente y las rentas 
pasar a terceros que no tengan el parentesco mencionado con el 
constituyente. Si el parentesco de que se trata existe, los bienes y 
rentas se gravan en cabeza del constituyente. Si dicho parentesco 
no existe, los bienes y rentas se gravan en cabeza de los 
terceros. 
 
A continuación se presenta en un cuadro las hipótesis que quedan 
analizadas y las consecuencias tributarias establecidas en la ley: 
 
Hipótesis principales Sub-hipótesis Consecuencias 
  
 
A-Bienes y rentas para 
una misma persona 
a) Para terceros, 
distintos del 
contribuyente (ord. 1) 
 
b) Para el constituyente 
(ord. 2) 
Bienes y rentas se 
gravan en cabeza del 
tercero. 
 
Bienes y rentas se 






B-Bienes y rentas para 
distintas personas. 
a) Bienes para 
constituyente y rentas 
para pariente (1er. grado 
consanguinidad o 
afinidad) (ord. 3) 
 
b) Bienes para 
constituyente y rentas 
para tercero no pariente 
(ord. 4) 
Bienes y rentas se 





Bienes y rentas se 





Las disposiciones que se comentan no contemplan el caso que 
las rentas sean para el constituyente y los bienes sean para 
terceros. 
 
El casuismo que caracteriza la disposición transcrita y analizada, 
hace de ella una norma completamente inadecuada desde el 
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punto de vista lógico, ya que la tendencia natural de la mente 
humana consistente en reducir la variedad de los fenómenos al 
menor número de formas esenciales, de manera que con unos 
pocos principios generales, se pueda manejar una gran cantidad 
de situaciones prácticas. En cambio, la regulación de cada una de 
las situaciones que se pueden presentar, como lo pretende la 
norma en cuestión, muy frecuentemente lleva a conclusiones 
contradictorias, así como a vacíos en la normatividad aplicable. 
 
Así por ejemplo, el caso previsto en el ordinal 3o, en el cual los 
bienes deben volver al constituyente y la renta debe corresponde 
a terceros parientes de aquel, está ilógicamente regulado, ya que 
no existe razón para que en tal evento se grave en cabeza del 
constituyente beneficios que no le pertenecen y bienes que deben 
ser gravados en cabeza de quien deriva las correspondientes 
utilidades. 
 
De otra parte, como ya ha quedado expresado, existe vacío legal 
en cuanto al caso de que las rentas deban ser para el 
constituyente y los bienes deban pasar a un tercero. En vista del 
silencio de la ley, considero que, por analogía, los bienes y rentas 
se deben gravar en cabeza del constituyente, pues salvo el caso 
de que intervengan parientes, el principio implícito en la ley 
consiste en que el dueño de la renta deba soportar el impuesto 
sobre la renta y el patrimonio, ya que en materia tributaria el 
impuesto de renta tiene carácter principal y el impuesto de 
patrimonio carácter accesorio. De otra parte, considero aplicable 
la analogía en el presente caso, ya que las disposiciones que se 
comentan constituyen derecho tributario formal, pues su objeto no 
consiste en la determinación de los elementos esenciales del 
tributo sino en la fijación de las bases para establecer el 
gravamen. 
 
Tampoco existe claridad sobre la cuestión relativa al título por el 
cual se reciben los bienes y rentas, ya que muchas veces el 
contrato de fiducia viene a ser accesorio de otro contrato, por lo 
cual los bienes y rentas pasan a cabeza de una determinada 
persona, pero no por razón del contrato de fiducia, sino del 
contrato principal.  En tal evento la norma en cuestión no sería 
aplicable. 
 
Por todas las razones expuestas considero que la disposición en 




Considero conveniente examinar ahora, la forma como resultan 
aplicados en la práctica los principios expuestos. 
 
Para el efecto, me parece que los negocios fiduciarios 
desarrollados en Colombia pueden ser clasificados en estas 
cuatro categorías: fiducia de administración, fiducia para adelantar 
un negocio, fiducia para favorecer gratuitamente a un tercero y 
fiducia de garantía. 
 
 Fiducia de administración. En este caso el fiduciante entrega 
dinero u otros bienes al fiduciario, con el objeto de que sean 
administrados según su naturaleza, mediante contratos de 
mutuo, de compra de valores mobiliarios, de arrendamiento y 
otros similares realizados por el fiduciario. Normalmente el 
propio constituyente es el beneficiario, aunque ocurre 
frecuentemente que existan beneficiarios adicionales, unidos 
por la cláusula “y/o”. 
 
En la situación descrita, si el propio constituyente es el 
beneficiario, debe soportar el impuesto de renta y 
complementario de patrimonio, conforme al ordinal 2º del 
artículo 36 del decreto 2053 de 1974. 
 
En el caso de que exista la cláusula “y/o”, sería aplicable, 
además de la norma citada, el artículo 72 de la ley 9a. de 
1983, que dice: 
 
“Cuando varias personas aparezcan como beneficiarios en 
forma conjunta, o bajo la expresión y/o, de un título valor, 
serán solidariamente responsables del impuesto 
correspondiente a los respectivos ingresos y valores 
patrimoniales. 
 
Cuando alguno de los titulares fuere una sociedad de hecho o 
sociedad que no presente declaración de renta y patrimonio, 
serán solidariamente responsables los socios o partícipes por 
los impuestos correspondientes a la sociedad. 
 
Cuando alguno de los beneficiarios de que trata este artículo 
cancelare los impuestos correspondientes al respectivo título 
valor, la Administración Tributaria no podrá exigir el pago a los 
demás beneficiarios”. 
 
Aun en el caso de que el derecho del beneficiario no conste 
en un título valor, considero que la norma sería aplicable por 
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analogía, pues constituye parte del derecho tributario formal o 
de aplicación. 
 
Como de conformidad con el ordinal 6º del artículo 2º del 
decreto-ley 3410 de 1984, la entidad deudora, que sería en 
este caso el fiduciario, deben informar el nombre y la 
identificación de todos los beneficiarios unidos por la 
conjunción “y/o”, estos últimos deben definir quién asume la 
titularidad de los derechos, a fin de que declare el ingreso y 
pague los respectivos impuestos, sin perjuicio de que los 
restantes beneficiarios de la misma información para evitar 
investigaciones tributarias. 
 
En cuanto a retenciones en la fuente, el fiduciario, que 
siempre es una sociedad fiduciaria o un banco sometido a la 
vigilancia de la Superintendencia Bancaria no está sujeto a 
retención en la fuente sobre comisiones, servicios y 
rendimientos financieros, pero sí está obligado a practicarla 
cuando paga o abona en cuenta al beneficiario (arts. 10, dcto. 
2026/83 y 7º del dcto. 1512/85). 
 
Conforme al parágrafo del artículo 10 del decreto 2026 de 
1983, si al fiduciario se le ha hecho retención en la fuente, 
está obligado a traspasar al beneficiario la correspondiente 
retención. 
 
 Fiducia para adelantar un negocio. En este caso el 
constituyente transfiere un bien o unos recursos al fiduciario, 
con el objeto de adelantar un negocio mercantil complejo, 
como una urbanización o un edificio de propiedad horizontal. 
Normalmente el beneficiario es el mismo constituyente, 
aunque pueden presentarse fideicomitentes adicionales que 
participan en una determinada cuota. 
 
Cuando ocurre el evento descrito, los impuestos sobre las 
utilidades y sobre el patrimonio recaen sobre los beneficiarios, 
en la proporción que les corresponda según su cuota, 
conforme al ordinal 2º del artículo 36 del decreto 2053 de 
1974. 
 
El fiduciario queda obligado, a mi modo de ver, a llevar una 
contabilidad muy compleja del negocio fiduciario, ya que 
habrá una variedad considerable de ingresos, gastos, activos 
y pasivos, pero teniendo siempre presente que los bienes 
fiduciarios no se deben confundir con los propios ni con los 
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otros encargos fiduciario (a. 124, ord. 2º C de Co.). De otra 
parte, en la declaración de renta del fiduciario deben aparecer 
todas las informaciones que normalmente correspondan a la 
clase de negocio de que se trata, a título simplemente 
informativo, ya que los factores que integran la propia base 
gravable de los impuestos de renta y complementarios deben 
figurar completamente separados, a fin de evitar confusiones 
funestas. 
 
 Fiducia para favorecer gratuitamente a un tercero. En esta 
situación el constituyente hace el traspaso de los bienes al 
fiduciario, con el objeto de que transfiera las rentas 
correspondientes y, eventualmente los bienes mismos, a un 
tercero a quien el constituyente quiere favorecer. 
 
Conforme al artículo 36 del decreto 2053 de 1974, en el caso 
descrito los bienes y rentas se gravan en cabeza del 
beneficiario, salvo que estos sean parientes del constituyente, 
dentro del primer grado de consanguinidad o afinidad (padres, 
hijos, suegros, yernos, nuera) y que los bienes deban volver al 
fiduciante (ord. 3º norma citada), pues si así ocurre este 
responde por los gravámenes.  
 
La excepción consagrada en el ordinal 3º carece 
completamente de justificación lógica, pues si terceras 
personas se benefician de las rentas de la fiducia, 
naturalmente deben soportar los impuestos correspondientes, 
sin que se vea razón para adoptar soluciones diferentes, 
como la contenida en la norma que se comenta. 
 
Si los rendimientos de la fiducia se deben gravar en cabeza 
de los terceros beneficiarios, lo cual ocurre si éstos no son 
parientes del  constituyente dentro de los grados previstos en 
la ley, como estamos dentro del supuesto de que la 
transferencia es gratuita, considero que los ingresos 
correspondientes se deben gravar como una donación, que es 
una especie de ganancia ocasional, conforme al artículo 6º de 
la ley 20 de 1979. 
 
 Fiducia de garantía. En esta situación, el constituyente 
entrega los bienes al fiduciario con el objeto de que transfiera 
los productos y, eventualmente los bienes, a un tercero, que 
es acreedor del fiduciante. También puede ocurrir que los 
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productos y bienes se deban transferir al mismo fiduciario 
para satisfacer una deuda de cargo del constituyente. 
 
Cuando se configura la situación descrita, quien percibe los 
productos y bienes no es el beneficiario de la fiducia 
propiamente tal, ya que debe existir un contrato principal por 
virtud del cual el constituyente se ha hecho deudor de la 
persona a quien se le deben entregar los bienes; esta los 
recibe, no a título de beneficiario de la fiducia, sino en razón 
del contrato principal  de que se ha hablado. Por consiguiente, 
el verdadero beneficiario del contrato fiduciario  es el deudor, 
por cuya cuenta se hace el pago de la deuda derivada del 
contrato principal, y en su cabeza viene a recaer el impuesto 
de renta y complementarios. El que percibe efectivamente los 
bienes a título de pago o de dación en pago por el contrato 
principal, deberá tributar conforme a la naturaleza de los 
ingresos que recibe, según dicho contrato (intereses, 




6.2.   Aspectos contables  de la fiducia mercantil. 
 
 
6.2.1.   Fiducia y revisor fiscal. 
 
Corresponde al revisor fiscal vigilar que, en el caso del negocio de la fiducia, 
los diferentes participantes registren y reporten correctamente el hecho 




Tiene el revisor fiscal entonces que vigilar15: 
 
a) Que el bien dado en fideicomoso haya sido sacado de los 
activos del fideicomitente, pues mientras dure el encargo 
fiduciario, él no tiene ya su propiedad ni puede usarlo para 
cancelar pasivos de su negocio; 
 
b)  Que el fiduciario registre el bien en cuentas memorando o de 
orden y no lo adicione a sus activos, pues a pesar de que tiene el 
título de propiedad, no puede usar ese bien en beneficio propio ni 
puede con él satisfacer pasivos de su negocio; 
 
c)  Que el fideicomisario o beneficiario explique en una nota a sus 
estados financieros los detalles del negocio fiduciario y los 
beneficios que de él reporta; 
 
d)  Que la valuación de los bienes, objeto del fideicomiso siga el 
principio contable de costo o mercado, el que sea más bajo de los 
dos, pues el hecho de que un bien se entregue en fideicomiso no 
lo sustrae en ningún momento de los vaivenes del mercado, ni del 
hecho de que su condición varíe negativamente, en detrimento de 
los beneficios que el fideicomisario pueda obtener de su 
explotación. 
 
Para ser más concreto, si lo que se entrega en fideicomiso son 
valores bursátiles, su capacidad de producir un dividendo, una 
utilidad u otro rendimiento guarda relación directa con la situación 
económica del emisor de estos valores bursátiles y no se puede 
pretender que el valor delos bienes permanezcan estático hasta el 
cumplimiento final del encargo fiduciario. 
 
Lo mismo podría pregonarse de cuando se entrega un bien 
inmueble, que puede sufrir desmejora por el uso, una catástrofe, o 
el hecho de que por ejemplo, el sitio donde esté localizado se 
convierta en una zona de violencia. 
 
                                                     
15
 AYALA VELA, Horacio. Aspectos Contables del Contrato  de Fiducia. EN. La  
Intermediación Comercial - Aspectos Tributarios -. No. 45., (1995). Bogotá: Instituto 
Colombiano de Derecho Tributario, febrero 1995 p. 49 - 55. 
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e) Por último, el revisor fiscal debe poner especial atención a que 
el negocio de fiducia no viole la ley o sea usado para circunvenir o 
escapar a un mandato de los órganos de vigilancia del Estado.  
 
 
Vale la pena aquí transcribir apartes de las doctrinas de la Superintendencia 
Bancaria en cuanto a la licitud de un contrato de fiducia. Dice así la 
Superintendencia:16 
 
“... el ordenamiento jurídico reconoce y tutela la autonomía 
contractual  de los particulares en el sentido de que éstos pueden 
determinar libremente el contenido de sus estipulaciones y 
reglamentar con fuerza vinculante sus propios acuerdos siempre 
que se ajusten a las leyes imperativas, el orden público y las 
buenas costumbres.” 
 
Agrega más adelante: “Hay ilegalidad en aquel acto jurídico 
fraudulento consistente en mecanismos ideados para alcanzar el 
resultado prohibido por la ley procurando a los contratantes 
ciertas ventajas que se originan precisamente en eludir aquellas 
condiciones y requisitos que la ley  ha establecido para evitar que 
se produzca aquel resultado y sus consecuencias; son actos que 
por sí mismos permiten alcanzar el resultado vedado, ajustándose 




En suma, el revisor fiscal debe entender a cabalidad el negocio de fiducia 
que revisa para evitar que el ingenio de las estipulaciones contractuales 
amparado por el postulado de la autonomía de la voluntad privada, permita a 
los contratantes violar la ley, dentro de una apariencia de legalidad. 
 
                                                     
16
 COLOMBIA. SUPERINTENCIA BANCARIA. Doctrinas - La Fiducia Mercantil (346) 
Concepto número 1411-2. Bogotá, 1989,  p. 154. 
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Por último  destacaremos cinco aspectos importantes de la revisoría fiscal 
con respecto al contrato de fiducia. 
 
1.   Para lo relacionado con su contabilidad, incluyendo la de negocios 
fiduciarios las sociedades fiduciarias deben atenerse a lo dispuesto por 
la Superintendencia Bancaria. 
 
2.   Cada patrimonio autónomo constituye en la práctica un ente contable. 
 
3.  Para cada patrimonio autónomo debe prepararse un juego de estados 
financieros, consistente en el balance fiduciario, el estado de ingresos y 
egresos, las notas a los estados financieros y el dictamen del revisor 
fiscal. 
 
4.   El revisor fiscal de la sociedad fiduciaria debe emitir, además del 
dictamen sobre los estados financieros de la sociedad, un dictamen 
sobre los estados financieros de cada patrimonio autónomo. 
 
5.  Junto con sus propios estados financieros, las sociedades fiduciarias 
deberán enviar a la Superintendencia Bancaria los correspondientes a 
los patrimonios autónomos, con la  periodicidad y en los formularios 
prescritos para el efecto. 
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6.2.2.  Aspectos contables del contrato de fiducia 
 
Por ser de gran importancia para el tema que estamos tratando, nos 
permitimos transcribir el siguiente texto del doctor Horacio Ayala Vela17. 
 
6.2.2.1.  Definición de contabilidad fiduciaria. 
 
El Diccionario para Contadores de Eric L. Lohler trae una 
definición del concepto Contabilidad Fiduciaria - fiduciary 
accounting-, que traducida al español equivale más o menos al 
siguiente texto: 
 
“La preparación y mantenimiento de cuentas para la 
propiedad en manos de una fiduciaria, ejecutor o 
administrador, sea bajo la directa jurisdicción de un 
tribunal o actuando en virtud de un contrato privado de 
fiducia u otro Instrumento de nombramiento.” 
 
El contrato de fiducia se presta como uno de los mejores ejemplos 
para ilustrar el principio contable de la esencia sobre la forma.  
 
A pesar de que lleva expresa la condición de que los bienes 
objeto del contrato sean transferidos por el fiduciante al fiduciario, 
dicha transferencia legal no implica que este último tenga esos 
bienes como propios, para los efectos económicos y financieros, 
ni priva al fiduciante de los derechos sobre los mismos, si en 
forma simultánea tiene la calidad de beneficiario.  
 
Se cumple así la condición prevista en el artículo 11 del Decreto 
2649 de 1993, consistente en que: “Los recursos y hechos 
económicos deben ser reconocidos y revelados de acuerdo 
con su esencia o realidad económica y no únicamente en su 
forma legal.” 
 
                                                     
17
AYALA VELA, Horacio. Ob. Cit.  p.p. 70-74. 
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En efecto, a pesar de que el fiduciario recibe la transferencia de la 
propiedad, el único beneficio económico que deriva del contrato 
es la remuneración prevista por su gestión. Me refiero por 
supuesto al contrato de fiducia mercantil, porque en los encargos 
fiduciarios, a pesar de que se rigen por las mismas disposiciones 
de aquellos al tenor del artículo 146 del Decreto 663 de 1993, no 
hay transferencia de los bienes. 
 
Esta segregación de bienes por parte de los fiduciarios, -que en la 
práctica son las sociedades fiduciarias, únicas que pueden 
celebrar contratos de este tipo a partir de la vigencia de la Ley 45 
de 1990, está consagrada en el Artículo 1233 del Código de 
Comercio y reiterada en el Artículo 146-7 del Decreto 663 de 
1993, Estatuto Orgánico del Sistema Financiero. Cualquier 
análisis sobre la contabilidad de los contratos de fiducia mercantil 
debe partir de la condición prevista en estas disposiciones. 
 
 
6.2.2.2.   Contabilidad del fiduciario 
 
 
La adecuada segregación de los bienes fideicomitidos, que 
forman patrimonios autónomos, tanto de los activos del fiduciario 
como de los de otros negocios fiduciarios, en el plano contable 
resulta condición indispensable para dar cumplimiento a las 
exigencias de los artículos 1234-8 y 1236-4 del Código de 
Comercio, que se refieren, respectivamente, al deber del fiduciario 
de rendir cuentas de su gestión al beneficiario, cada seis meses, y 
al derecho del fiduciante de exigirlas. 
 
El Superintendente Bancario dictó las reglas contables para los 
contratos de fiducia en la Resolución No. 4980 del 11 de 
Noviembre de 1987. A través de la lectura de los artículos 59, 61, 
64 y 70 de esta providencia se infiere sin duda que debe 
mantenerse separada la contabilidad de cada uno de los negocios 
fiduciarios, para poder presentar informes financieros también 
separados, en la forma y con periodicidad prescrita por la 
Superintendencia Bancaria. 
 
En relación específica con los fondos comunes de inversión, el 
Artículo 155-d del Decreto 663 de 1993 señala, entre los deberes 
de las sociedades administradoras: “Llevar por separado la 
contabilidad del fondo de acuerdo con las reglas que sobre la 
contabilidad de las instituciones fiduciarias dicte la 
Superintendencia Bancaria”.  El fondo constituye un patrimonio 
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autónomo, de cuyo comportamiento se informa periódicamente a 
todos los constituyentes, adherentes o beneficiarios. 
 
6.2.2.2.1.  Clasificación contable.  
 
Tratándose de bienes, deudas y operaciones que están bajo la 
responsabilidad de la sociedad fiduciaria, pero que no pueden 
mezclarse con las cifras de sus propias cuentas, han venido 
siendo clasificadas dentro del grupo de cuentas de orden. Así 
previó la Resolución 4980 de 1987 en su Artículo 55 indicando 
que: “... el estado de los fideicomisos deberá registrarse en 
forma separada de las cuentas de orden de la sociedad...”  
 
Esta es una clasificación adecuada, teniendo en cuenta que el 
objeto de las cuentas de orden es reconocer los derechos y 
responsabilidades contingentes, que no afectan en forma directa 
el patrimonio del empresario.  Así esta definido en el Artículo 110 
del conjunto de Normas de Contabilidad Generalmente 
Aceptadas, recogidas en el Decreto 2649 de 1993; ese mismo 
estatuto prevé que:  “Tratándose de cuentas de orden 
fiduciarias deben observarse los principios de contabilidad 
generalmente aceptados y lo dispuesto en normas 
especiales.” 
 
El Plan único de Cuentas para el sector financiero, expedido por 
la Superintendencia Bancaria a través de la Resolución 3600 de 
1988, clasifica estas cuentas en forma directa como Cuentas 
Fiduciarias, lo cual es prudente para evitar confusiones, si se 
observa que dentro de las cuentas fiduciarias también pude haber 
cuentas de orden. 
 
Normas Técnicas.  Los criterios que rigen el registro de los 
recursos y operaciones de los patrimonio autónomos no difieren 
de los prescritos para la contabilidad de la generalidad de los 
comerciantes. Cada fideicomiso debe ser tratado como un 
comerciante sujeto a las normas de contabilidad generalmente 
aceptadas.  Este principio resulta evidente en las descripciones 
que contiene el Plan Único de Cuentas del sector financiero, en la 
sección dedicada a las Cuentas Fiduciarias, para los principales 
grupos de los códigos. Transcribo esas descripciones, que siendo 
breves considero muy ilustrativas: 
 
“71. Activo. Agrupa las cuentas que representan los bienes y 
derechos tangibles e intangibles de propiedad del Patrimonio 
Autónomo.  Comprende los siguientes grupos: Disponible, 
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Pactos de Reventa, Inversiones, Cuentas por Cobrar, Bienes 
Realizables y Recibidos en Pago, Propiedades y Equipos y 
Otros Activos. 
 
Las cuentas que integran esta clase tendrán saldos débitos con 
excepción de las Provisiones para Protección de Activos y 
Depreciaciones que serán deducidas de las correspondientes 
cuentas.” 
 
“72. Pasivo. Agrupa las cuentas que representan las 
obligaciones contraídas en desarrollo del giro ordinario de la 
Fiducia. Comprenden los Pactos de Recompra, Créditos de 
Bancos y Otras Obligaciones Financieras, Cuentas por Pagar y 
Otros Pasivos.” 
 
“73. Patrimonio Autónomo. Agrupa las cuentas que 
representan el Fideicomiso por la transferencia de bienes del 
FIDUCIANTE al FIDUCIARIO, dando lugar a la formación de un 
PATRIMONIO AUTÓNOMO, cuyo titular es el Fiduciario. El 
elemento de la afectación está dado por la finalidad que señale 
el fideicomitente en el acto constitutivo.” 
 
“74. Ingresos. Agrupa las cuentas que representan los 
beneficios financieros y operativos que percibe el Fideicomiso 
en el desarrollo del giro normal de su actividad comercial en un 
ejercicio determinado. 
 
Para las instrucciones contables ver Descripción Grupo 4 - 
Ingresos.” 
 
“75. Gastos y Costos.  Agrupa las cuentas que representan 
los cargos financieros y operativos en que incurre el 
Fideicomiso en el desarrollo del giro normal de su actividad en 
un ejercicio determinado. 
 
Para las instrucciones contables ver Descripción Clase 5 - 
Gastos y Costos.” 
 
“78. Cuentas de Orden.  Agrupa las cuentas que registran las 
operaciones con terceros que por su naturaleza no afectan la 
situación financiera del fideicomiso. Así mismo, se incluyen 
aquellas cuentas de registro utilizadas para efecto de control 
interno o información gerencial.” 
 
6.2.2.2.   Informes.  
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La Superintendencia Bancaria exige informes mensuales sobre 
los fondos comunes de inversión y trimestrales sobre los demás 
fideicomisos. Los informes financieros de cierre de ejercicio 
incluyen el balance y el estado de ingresos y egresos, en forma 
comparativa con el ejercicio anterior, notas a los estados 
financieros, y el dictamen del revisor fiscal. Este requisito puede 
resultar redundante, exigido para cada fideicomiso, si se observa 
que las cuentas fiduciarias forman parte del informe global de la 
sociedad fiduciaria, de tal manera que el dictamen del revisor 
fiscal sobre los estados financieros del fiduciario sube todos los 
fideicomisos a su cargo. No obstante, podría ocurrir que dentro de 
un análisis global, por efecto de los criterios de materialidad, las 
cifras de un fideicomiso resultaran despreciadas, hecho 




6.2.3.  Contabilidad del Beneficiario. 
 
 
La definición de fiducia mercantil que contiene el Artículo 1226 del 
Código de Comercio concluye que los bienes objeto del contrato 
cumplen una finalidad, determinada por el constituyente, en 
provecho de sí mismo o de un tercero llamado beneficiario o 
fideicomisario. Enmarcado este principio dentro de los criterios de 
Esencia sobre Forma y de Realización previstos en las Normas 
de Contabilidad Generalmente Aceptadas, es fácil concluir que 
quien debe registrar en su contabilidad los derechos fiscales es el 
beneficiario o fideicomisario. 
 
En efecto, si se trata de registrar hechos y recursos económicos, 
más allá de la titularidad de los bienes, como resultado de 
transacciones o eventos que tienen lugar en desarrollo del 
contrato y durante la vida del mismo, es el fideicomisario quien 
puede esperar un beneficio o un sacrificio económico, o quien 
experimenta un cambio en sus recursos. Por supuesto, en el año 
de constitución del fideicomiso en favor de terceros, el 
fideicomitente debió haber sufrido un cambio en sus recursos, que 
se reflejó en su contabilidad. 
 
Llama la atención la ausencia de información acerca del 
tratamiento de los derechos fiduciarios en la literatura contable; a 
pesar de la experiencia de los anglosajones en los trust, los 
manuales de contabilidad general de origen norteamericano -que 
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sin duda han influenciado mucho la literatura latinoamericana en 
esta materia-, no hacen referencia expresa al registro y 
valorización de los derechos fiduciario. Tampoco existe un campo 
expreso dedicado a este rubro en el Plan General de Contabilidad 
de España, que está adaptado a las Directivas de la Comunidad 
Económica Europea. 
 
En cambio el Plan Único de Cuentas de Colombia sí contempla 
campos específicos para registrar estos activos, concretamente 
en el Código 1245 correspondiente a la cuenta Derechos 
Fiduciarios, que tiene la subcuentas 124505 y 124510, 
destinadas a registrar los Fideicomisos de Inversión en Moneda 
Nacional y en Moneda Extranjera, respectivamente. Esta cuenta 
está incorporada dentro del Grupo 12 Inversiones. 
 
Tal vez en aras de la brevedad, la descripción que aparece en el 
PUC para este rubro presenta algunos vacíos; veamos el texto: 
 
“Registrar el valor de los bienes entregados con el propósito de 
cumplir una finalidad específica, bien sea en beneficio del 
fideicomitente o de un tercero en calidad de fideicomiso de 
inversión.” -Resaltado fuera del texto- 
 
Si el beneficio es a favor del mismo fideicomitente, es claro que se 
confunden en él las calidades de fiduciante y beneficiario, 
circunstancia prevista en el segundo inciso del artículo 1226 del 
Código de Comercio, en cuyo caso mantiene el derecho a pesar 
de haber transferido los bienes. Entonces tiene un derecho 
apreciable en dinero que debe tener reconocimiento en la 
contabilidad. Pero si el beneficio es a favor de un tercero, es el 
tercero quien debe reconocerlo dentro de sus activos. 
 
La Descripción transcrita está partiendo del supuesto de que los 
bienes y sus productos tienen idéntico destino, pero así no puede 
ser interpretada. Es probable que el contrato prescriba la 
devolución de los bienes al constituyente, pero la entrega de los 
productos a terceros, caso en el cual los derechos deben tener 
reconocimiento en la contabilidad de cada uno de los 
beneficiarios, acorde con los hechos económicos que se derivan 
del contrato. 
 
Es una situación similar a la prevista en el Artículo 102 del 
Estatuto Tributario, pero menos radical. Para los fines del 
impuesto sobre la renta el beneficiario debe declarar las rentas 
que obtiene de la fiducia y los bienes que las producen, porque lo 
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que se grava es la explotación económica de un activo, no su 
posesión material o legal. 
 
En materia contable, en un caso como el propuesto, como 
fiduciante mantiene un derecho sobre los bienes objeto del 
contrato de fiducia mercantil, debe reconocerlo en su contabilidad. 
Es claro, sin embargo, que el valor de ese derecho está 
menguado en la medida que, por haber cedido los beneficios a un 
tercero, es un derecho improductivo. Esta circunstancia debe ser 
considerada dentro de los criterios de valoración y explicada en 
una nota a los estados financieros, para que sus lectores y 
usuarios tengan información suficiente acerca del valor real de 
ese activo. 
 
6.2.3.1.  Clasificación y valoración.  
 
Los criterios de clasificación y valoración no difieren de los 
aplicables a otros activos, la ubicación del derecho fiduciario como 
corriente o no corriente dependerá por supuesto del término 
previsto para la terminación del contrato, la realización de 
devolución de los activos y la naturaleza de los mismos, en caso 
de estar prevista su devolución o la entrega de los resultantes. 
 
Aunque el PUC no contempla la revaluación o el deterioro de los 
derechos fiduciarios, es de suponer que no se debe mantener 
estático el precio inicial registrado, si el desarrollo del contrato 
indica que se están produciendo variaciones en el valor 
patrimonial del fideicomiso, que repercuten en el patrimonio del 
beneficiario. En la formación de un juicio razonable acerca del 
valor de los bienes en fideicomiso  es necesario apelar de nuevo a 
los conceptos de esencia sobre forma y de realización, de tal 
manera que las revaluaciones o de méritos se reconozcan 
durante el transcurso del contrato a través de cuentas de 
valorizaciones o provisiones. 
 
Esta interpretación resulta lógica, no sólo frente a los criterios 
mencionados sino en comparación con la situación del socio. A 
pesar de que los bienes pierden su identidad para él cuando los 
aporta a la sociedad, mantiene un derecho sobre todo el 
patrimonio societario, que aumenta o disminuye de acuerdo con el 
comportamiento de las actividades sociales. Por supuesto, en el 
contrato de fiducia mercantil pueden existir circunstancias que 
afectan el valor de los bienes, como la que ya comenté, que 




6.2.4.  Ajustes por inflación. 
 
 
En los artículos 2 y 3 de los decretos 2911 y 2912 de 1991, 
respectivamente, estaba expresa la obligación de aplicar los 
ajustes integrales por inflación para los patrimonios autónomos. 
Declarado inexequible en su integridad el primero de esos 
decretos y derogado el Artículo 3 del segundo por el decreto 2077 
de 1992, surgirían dudas al respecto. En relación con el fiduciario, 
siendo responsable por la contabilidad y la información financiera 
de los fideicomisos, debe utilizar para el efecto las mismas 
directivas prescritas por la Superintendencia Bancaria para el 
registro contable de sus propias operaciones. De manera que en 
los registros e informes contables de los fideicomisos debe aplicar 
los ajustes por inflación. 
 
En cuanto al beneficiario, en mi criterio la conducta a seguir a este 
respecto debe ser similar a la utilizada para los demás activos. Es 
necesario establecer si los derechos fiduciarios tienen la calidad 
de monetarios o no monetarios y proceder en consecuencia, 
manteniendo el criterio de que el costo ajustado no puede ser 
superior al valor de mercado del respectivo bien, y en caso 
contrario debe ser corregido mediante una provisión.  
 
 
6.3.   Decreto  2053  de  1974. 
 
 
El  Decreto 2053 de 1974 en su artículo 36, incorporado en el 102 del 
estatuto tributario establecía las reglas que regían para los contratos de 
fiducia mercantil. 
 
Este artículo señalaba: Cuando se celebren contratos de fiducia 
mercantil, rigen las siguientes disposiciones: 
 
1. Si se estipulare la transferencia de los bienes a los beneficiarios 
de la renta, a la conclusión de la fiducia, y éstos fueren distintos 




2. Si se estipulare la devolución de los bienes al constituyente y éste 
fuera al mismo tiempo beneficiario, los bienes y rentas se gravan 
en cabeza del constituyente. 
 
3. Si se estipulare la devolución de los bienes al constituyente, pero 
los beneficiarios de la renta fueren sus parientes dentro del primer 
grado de consanguinidad o afinidad, los bienes y rentas se gravan 
en cabeza del constituyente. 
 
4. Si se estipulare la devolución de los bienes al constituyente y los 
beneficiarios de la renta fueren terceros distintos de los 
enumerados en  el ordinal anterior, los bienes y rentas se gravan 
en cabeza de éstos. 
 
La Dirección de Impuestos18 a este propósito grosso modo sostiene: de la 
disposición transcrita se infiere claramente que para efectos tributarios se 
parte de la ficción jurídica de entender que en esta clase de fiducia no hay 
transferencia del bien del fideicomitente al fiduciario, apartándose en ello los 
efectos impositivos de los mercantiles. 
 
Observamos que para el tema que nos ocupa, la norma grava los bienes y 
las rentas en cabeza del beneficiario cuando es el mismo constituyente, 
gravamen que tiene razón de ser por considerar que no ha habido 
transferencia al fiduciario y que por lo tanto los bienes no han salido del 
patrimonio del fiduciante, para todos los efectos fiscales, incluida la 
determinación de la renta presuntiva sobre la base del patrimonio. 
 
                                                     
18
 COLOMBIA, D.I.A.N.  Concepto Número 018361 de Agosto 8 de 1989. 
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Así  las cosas, la constitución de la fiducia mercantil en la cual el beneficiario 
es el mismo constituyente, regresando los bienes a él al término de la 
fiducia, no constituye una enajenación desde el punto de vista tributario, que 
puede dar lugar a determinar un precio comercial para fines impositivos 
conforme al artículo 90 del estatuto tributario. 
 
En armonía con lo expuesto, para efectos tributarios debe entenderse que 
cualquier transacción posterior efectuada por el constituyente, recae sobre 
los bienes mismos y por tanto en materia impositiva son aplicables las 
normas generales que rigen dicha transacción, entre otras el principio según 
el cual el valor de enajenación no puede ser inferior al precio comercial. 
 
6.4.   Ley  223  de  1995. 
 
A su vez la Ley 223 de 1995, estableció: 
 
ART. 81. Contratos de fiducia mercantil. El artículo 102 del estatuto tributario 
quedará así: 
 
Art. 102. - Contrato de fiducia mercantil. Para la 
determinación del impuesto sobre la renta en los contratos 
de fiducia mercantil se observarán las siguientes reglas: 
 
1. Para los fines del impuesto sobre la renta y 
complementarios, los ingresos originados en los contratos de 
fiducia mercantil se causan en el momento en que se 
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produce un incremento en el patrimonio del fideicomiso, o un 
incremento en el patrimonio del cedente, cuando se trate de 
cesiones de derechos sobre dichos contratos. De todas 
maneras, al final de cada ejercicio gravable deberá 
efectuarse una liquidación de las utilidades obtenidas en el 
respectivo período por el fideicomiso y por cada beneficiario, 
siguiendo las normas que señala el capítulo I del título I de 
este libro  para los contribuyentes que llevan contabilidad por 
el sistema de causación. 
 
2.  Las utilidades obtenidas en los fideicomisos deberán ser 
incluidas en las declaraciones de renta de los beneficiarios, 
en el mismo año gravable en que se causan a favor del 
patrimonio autónomo, conservando el carácter de gravables 
o no gravables, y el mismo concepto y condiciones 
tributarias que tendrían si fueren percibidas directamente por 
el beneficiario. 
 
3.  Cuando el fideicomiso se encuentre sometido a 
condiciones suspensivas, resolutorias, o a sustituciones, 
revocatorias y otras circunstancias que no permitan 
identificar a los beneficiarios de las rentas en el respectivo 
ejercicio, éstas serán gravadas en cabeza del patrimonio 
autónomo a la tarifa de las sociedades colombianas. En este 
caso, el patrimonio autónomo se asimila a una sociedad 
anónima para los fines del impuesto sobre la renta y 
complementarios. En los fideicomisos de garantía se 
entenderá que el beneficiario es siempre el constituyente. 
 
4. Se causará el impuesto sobre la renta o ganancia 
ocasional en cabeza del constituyente, siempre que los 
bienes que conforman el patrimonio autónomo o los 
derechos sobre el mismo se transfieran a personas o 
entidades diferentes del constituyente. Si la transferencia es 
a título gratuito, el impuesto se causa en cabeza del 
beneficiario de los respectivos bienes o derechos. Para 
estos fines se aplicarán las normas generales sobre la 
determinación de la renta o la ganancia ocasional, así como 
las relativas a las donaciones y las previstas en los artículos 
90 y 90-1 de este estatuto. 
 
5. Con relación a cada uno de los patrimonios autónomos 
bajo su responsabilidad, los fiduciarios están obligados a 
cumplir, bajo su propio NIT y razón social, las obligaciones 
formales señaladas en las normas legales para los 
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contribuyentes, los retenedores y los responsables según el 
caso. Con cargo a los recursos del patrimonio autónomo, los 
fiduciarios deberán atender el pago de los impuestos de 
ventas, timbre y la retención en la fuente, que se generen 
como  resultado de las operaciones del patrimonio 
autónomo. 
 
Los fiduciarios son solidariamente responsables, junto con 
los patrimonios autónomos bajo su cargo y con los 
respectivos beneficiarios, por las sanciones derivadas del 
incumplimiento de las obligaciones formales a cargo de los 
patrimonios autónomos. 
 
6. Las utilidades acumuladas en los fideicomisos, que no 
hayan sido distribuidas ni abonadas en las cuentas de los 
correspondientes beneficiarios, deberán ser determinadas 
por el sistema de causación e incluidas en sus declaraciones 
de renta. Cuando se den las situaciones contempladas en el 
numeral 3º de este artículo se procederá de acuerdo con lo 
allí previsto. 
 
PAR. - Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 23-1 de 
este estatuto, el fiduciario deberá practicar retención en la 
fuente sobre los valores pagados o abonados en cuenta, 
susceptibles de constituir ingreso tributario par los 
beneficiarios de los mismos, a las tarifas que correspondan a 
la naturaleza de los correspondientes ingresos, de acuerdo 
con las disposiciones vigentes. 
 
 
Tenemos entonces que los ingresos que provienen de la fiducia mercantil 
son renta bruta especial, la que se caracteriza, principalmente, por lo 
siguiente: 
 
1.  En el contrato de fiducia mercantil existe un fideicomitente (quien 
transfiere uno o más bienes constituyendo el patrimonio autónomo), un 
fiduciario (la sociedad fiduciaria), y un beneficiario (que puede ser el mismo 
fideicomitente o un tercero). 
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2.   La fiducia mercantil es una, solo que existen clases de fiducia 
dependiendo de la finalidad del patrimonio autónomo, así tenemos, por 
ejemplo, la fiducia inmobiliaria, la fiducia de administración y pagos, la fiducia 
en garantía, la fiducia de inversión, etc. 
 
3.  La sociedad fiduciaria por cada período fiscal liquidará teóricamente el 
patrimonio autónomo, si existe un incremento éste tendrá que declararse 
como ingreso por dicho período. Si el fideicomitente cede sus derechos 
fiduciarios durante el período, incrementándose su patrimonio como 
consecuencia de la cesión, este mayor valor será ingreso del cedente. 
 
4.  Los ingresos certificados por la fiduciaria - y las pérdidas así la norma no 
lo indique -, serán declarados por los beneficiarios en el mismo período en 
que se causaron para el patrimonio autónomo, se exceptúan  de esta norma 
general los siguientes casos especiales:  
 
a) Cuando los bienes que conforman el patrimonio autónomo se transfieran 
a terceros, en este caso quien declara el ingreso será el constituyente;  
 
b)  Cuando no se permita identificar a los beneficiarios de los ingresos en el 
respectivo período fiscal, quien declara será la sociedad fiduciaria a nombre 
del patrimonio autónomo, y  
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c)  Si el beneficiario recibe los bienes a título gratuito, se determinará el 
ingreso con base en el ingreso presunto establecido en los artículos 90 y 90-
1 del estatuto tributario. 
 
5.  Las sociedades fiduciarias responden por todas las obligaciones formales 
que les corresponden a cada uno de los patrimonios autónomos que 
administra: retención en la fuente; IVA; impuesto de renta y complementarios 
e impuesto de timbre nacional. Para este fin utilizará su razón social y NIT. 
 
Cada negocio fiduciario requiere desde su iniciación de planeación fiscal que 
contemple los hechos comentados, la solidaridad de las sociedades 
fiduciarias por el incumplimiento de las obligaciones formales y el IVA por las 
comisiones que obtengan, salvo la excepción del artículo 476 del estatuto 
tributario. 
 
6.5.   Ley 488 de 1998. 
 
 Artículo 82.   Cumplimiento de obligaciones.  En los casos de los 
fondos comunes, fondos de valores o patrimonios autónomos, se 
entenderá cumplido el deber de presentar las declaraciones 
tributarias, cuando la declaración se haya efectuado por el fondo, 
o patrimonio autónomo o por la sociedad que los administren. 
 
A partir de la vigencia de la presente ley el numeral 5 del artículo 102 
quedará así:   ...¨  Con relación a cada uno de los patrimonios 
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autónomos bajo su responsabilidad, los fiduciarios están 
obligados a cumplir las obligaciones formales señaladas en las 
normas legales para los contribuyentes, los retenedores y los 
responsables, según sea el caso.  Para tal efecto, se le asignará 
un NIT. diferente al de la sociedad fiduciaria, que identifique en 
forma global a todos los fideicomisos que administre. Las 
sociedades fiduciarias presentarán una sola declaración por todos 
los patrimonios autónomos.  La sociedad fiduciaria tendrá una 
desagregación de los factores de la declaración atribuible a cada 
patrimonio autónomo a disposición de la D.I.A.N. para cuando 
ésta lo solicite. 
 
Con el fin de ahondar en el análisis de esta ley nos remitimos al siguiente 
capítulo, en donde de manera puntual observaremos las implicaciones 

















7. IMPLICACIONES PRÁCTICAS QUE GENERA EL 
TRATAMIENTO TRIBUTARIO DE LA FIDUCIA 
 
7.1.   Para el fisco.  
 
Con relación a cada uno de los patrimonios autónomos bajo su 
responsabil idad, los f iduciarios están obligados a cumplir las 
obligaciones formales señaladas en las normas legales para los 
contribuyentes, los retenedores y los responsables, según sea el 
caso.  Para tal efecto, se le asignará un NIT diferente al de la 
sociedad f iduciaria, que identif ique en f orma global a todos los 
f ideicomisos que administre.  Las sociedades f iduciarias 
presentarán una sola declaración por todos los patrimonios 
autónomos.  La sociedad f iduciaria tendrá una desagregación de 
los factores de la declaración atribuible a cada patrimonio 
autónomo a disposición de la D.I.A.N. para cuando ésta lo 
solicite.  
 
7.2.   Para el constituyente.   
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Se causa el impuesto sobre la renta o ganancia ocasional en 
cabeza del constituyente, siempre que los bienes que conforman 
el patrimonio autónomo o los derechos sobre el mismo se 
transfieran a personas o entidades diferentes del constituyente. 
Sí la transferencia es a t ítulo gratuito, el impuesto se causa en 
cabeza del beneficiario de los respectivos bienes o derechos. 
Para estos f ines se aplicarán las normas generales sobre la 
determinación de la renta o la ganancia ocasional,  así como las 
relat ivas a las donaciones y las previstas en los artículos 90 y 
90-1 de este estatuto.  
 
 
7.3.   Para la entidad fiduciaria.  
 
Al f inal de cada ejercicio gravable debe efectuar una liquidación 
de las uti l idades obtenidas por el patrimonio autónomo en el 
respectivo periodo.   
 
Igualmente por cada beneficiario debe realizar dicha l iquidación.  
 
Para realizarlo debera seguir las normas que señala el capítulo I  
del t ítulo I del Estatuto.  
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Lo anterior para aquellos contribuyentes que llevan su 
contabil idad por el sistema de causación.  
 
Los f iduciarios son responsables, por las sanciones derivadas 
del incumplimiento de las obligaciones formales a cargo de los 
patrimonios autónomos así como de la sanción por corrección, 
por inexactitud, por corrección aritmética y de cualquier otra 
sanción relacionada con dichas declaraciones.  
 
Con cargo a los recursos del f ideicomiso, los f iduciarios deberán 
atender el pago de los impuestos de ventas, t imbre y de la 
retención en la fuente, que se generen como resultado de las 
operaciones del mismo, así como de sus correspondientes 
intereses moratorios y actualización por inf lación, cuando sean 
procedentes.  
 
7.4.   Para el beneficiario.  
 
Las util idades obtenidas en los f ideicomisos deberán ser 
incluídas en sus Declaraciones de Renta, en el mismo año 
gravable en que se causan a favor del patrimonio autónomo, 
conservando el carácter de gravables o no gravables, y el mismo 
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concepto y condiciones tributarias que tendrían si fueren 
percibidas directamente por el f iduciario.  
 
Cuando no se permita identif icar a los beneficiarios debido a que 
el f ideicomiso se encuentra sometido a condiciones suspensivas, 
resolutorias o a sustituciones, revocatorias u ot ras 
circunstancias, éstas serán gravadas en cabeza del patrimonio 
autónomo a la tarifa de la sociedad anónima.  
 
En los f ideicomisos de garantía se entiende que el beneficiario 







8.   CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
 
De las consideraciones contenidas en la l ineas anteriores, 
obtenemos las siguientes conclusiones:  
 
8.1.  En la ley 223 de 1995, se corrigió una situación que se 
venía presentando bajo la vigencia del decreto 2053 de 1974 que 
en el artículo 102 num. 2 establecía: ¨... 2.  Si se est ipulare la 
devolución de los bienes  al constituyente, pero los beneficiarios 
de la renta fueren sus parientes dentro del primer grado de 
consanguinidad o af inidad, los bienes y rentas se gravan en 
cabeza del constituyente.  
 
La situación contemplada, no resultaba equitativa, ya que los 
impuestos tienen como fundamento racional la manifestación de 
una capacidad económica y, en este caso, resulta evidente que 
el f iduciante no incrementa su patrimonio, sino que simplemente 
cambia la forma jur ídica de manejo del bien.  
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La ley 223 de 1995 corrigió dicha situación, al diferir la 
realización de la renta o ganancia ocasional en cabeza del 
constituyente, hasta el momento en que su patrimonio se 
incremente realmente por la enajenación que eventualmente 
realice el f iduciario. Si el bien no es enajenado por el f iduciario, 
sino que regresa al f ideicomitente, tampoco debe producirse 
ningún efecto en la renta o la ganancia ocasional.  
 
En la ley 223 reiteramos, corrige dicha situación al establecer 
que la renta se causa en el momento en que se produce un 
incremento en el patrimonio del f ideicomiso.  
 
8.2. El ordinal tercero del mencionado decreto fue derogado, 
dado el casuismo que representaba, los vacíos que tenía y las 
contradicciones en que incurrió, en su lugar, a pesar de no 
haberse dictado una norma que simplemente estableciera que el 
impuesto de renta y complementarios sobre el patrimonio 
autónomo es a cargo del beneficiario del mismo.  Se señala de 
manera clara que para los f ines del impuesto de renta  y 
complementarios los ingresos se causan en el momento en que 
se produce un incremento en el patrimonio del f ideicomiso, y que 
se causará en cabeza del constituyente siempre que los bienes 
que conforman dicho patrimonio o los derechos sobre el mismo 
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se transfieran a personas o entidades diferentes del 
constituyente.  
 
8.3   La ley 488 de 1998 al modif icar el numeral quinto del 
artículo 102 del estatuto, a su vez, está redefiniendo para los 
negocios f iduciarios el responsable del impuesto de renta.   
 
La declaración de renta la presenta la f iduciaria y el impuesto lo 
paga el patrimonio autónomo.  Para el lo se le asignará un NIT. al 
patrimonio autónomo diferente al del f iduciario.  
 
La f iduciaria debe presentar una sola declaración por todos los 
f ideicomisos, sin embargo deberá tener desagregados los 
factores de cada patrimonio.  
 
Se incluye que con cargo a los recursos del f ideicomiso, los 
f iduciarios además de lo de ley, deberán atender el pago de los 
intereses moratorios y actualizaciones por inf lación.  
 
Cuando los recursos del f ideicomiso sean insuficientes, los 
beneficiarios responden solidariamente.  Igualmente se prevé 
que en la acción de cobro la administración tributaria podrá 
perseguir los bienes del f ideicomiso.  
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Observamos así, que a través de la reforma se establecen 
mecanismos para un mejor manejo de estos patrimonios 
autónomos en lo relat ivo al impuesto de renta, no obstante, 
consideramos deben ser más puntuales los señalamientos por 
parte de la administración tributaria en cuanto t iene que ver con 
la desagregación de factores de cada patrimonio.  Es decir las 
normas deben señalar de manera expresa cómo deben ser 
realizados esos desagregados.  
 
Sucede igualmente en los casos de ventas y retenciones.  Para 
cada impuesto relativo a un negocio f iduciario debe exist ir un 
tratamiento global.   Se debe establecer de manera clara y 
específ ica el tratamiento de estas f iguras en lo relativo a los 






































Desde el punto de vista de la reglamentación de la ley, 
consideramos conveniente se dicten normas sobre las siguientes 
materias:  
 
9.1.   La forma como debe ser l levada la contabil idad por el 
f iduciario. (Cfr. AYALA VELA.  Cap. 6.3.  Aspectos contables del 
contrato de f iducia.)  
 
9.2.   La forma como debe ser presentada la declaración 
tributaria por parte de la entidad f iduciaria y  por el beneficiario, 
y 
 
9.3.   La forma como se debe gravar al beneficiario de la f iducia 
y a quien recibe los bienes y rentas de la misma, cuando esta 
constituye la garantía de un contrato principal 19. 
                                                     
19
 BRAVO ARTEAGA.  Op.Cit p. 35 
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9.4.   Se exhorta al gobierno nacional y al Congreso de la 
República para que, consultando los principios de progresividad, 
equidad, y ef iciencia, se expida un régimen lo suficientemente 
claro y completo que regule los efectos de la f iducia mercantil en 
los diferentes impuestos. 20 
 
9.4.1.   Por razones de just icia tr ibutaria, el patrimonio autónomo 
no debe ser por regla general, sujeto pasivo del impuesto sobre 
la renta y complementarios, ni deben gravarse las rentas del 
f ideicomiso a personas dist intas de los beneficiarios.  
 
Sin embargo, cuando el f ideicomiso se encuentre sometido a 
condiciones suspensivas o resolut ivas o a sustituciones o 
revocatorias, el impuesto debe recaer sobre el patrimonio 
autónomo. 
 
9.4.2.  La celebración de un contrato de f iducia mercantil de 
ninguna manera puede contravenir las reglas de realización de 
los ingresos, costos y gastos, y de posesión económica de los 
bienes, ni diferir el pago de los impuestos . Por consiguiente, el  
                                                     
20
 CAHN-SPEYER Paul.  Op.Cit. p.147 
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momento de realización de los ingresos y el gravamen de las 
rentas l iquidas debe coincidir con el período de obtención de la 
renta por el patrimonio autónomo.  
 
9.4.3.   Deben expedirse normas que regulen la calidad de 
agente de retención de las sociedades f iduciarias, teniendo en 
cuenta sus facultades administrat ivas de los respectivos 
patrimonios autónomos.  
 
9.4.4.  También debe corresponder a las sociedades f iduciarias 
suministrar los informes sobre los ingresos, costos, deducciones  
y renta l íquida, lo mismo que sobre los activos y pasivos 
patrimoniales de los patrimonios autónomos, tanto a la 
administración tr ibutaria, como a los beneficiarios de la renta.  
 
9.4.5.   Debe definirse por la ley que los efectos tributarios de la 
transferencia de los bienes que integran el f ideicomiso, solo se 
producirán al momento en que los bienes o los derechos se 
transfieran definit ivamente a persona o beneficiario distinto del 
constituyente.  
 
9.4.6.   Debe establecerse la condición de responsable del  
impuesto sobre las ventas y contribuyentes del impuesto de 
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industria y comercio en cabeza de los patrimonios autónomos y 
el cumplimiento de las obligaciones tributarias correspondientes 
por parte de las sociedades f iduciarias que lo administren.  
 
En todo caso, deben establecerse reglas de responsabil idad 
solidaria que eviten la util ización de los patrimonio autónomos 
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